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Editorial

DE ROLES Y PERSPECTIVAS

A pesar del frío que acostumbra, febrero es un mes donde tienden a arreglarse las 
cosas. La oscuridad propia de las noches de invierno va cediendo el paso a días cada 
vez más largos, y se abre camino un cambio de horario que ya se vislumbra a finales 
de marzo. La primavera, en fin, se ve cada vez más cerca, y aunque cada febrero sere-
mos (eso es inevitable) un año más viejos, eso no nos impide recordar y hacer propias 
viejas máximas que nos interpelan a vivir con plenitud una estación que siempre invita 
al optimismo. 

En este mes de febrero sin embargo, el contexto internacional no nos hace desde luego 
mantener una perspectiva esperanzadora, habiendo asistido a distintas escenas ( no por 
tildarlas de escenas dejan de ser situaciones reales), que por lo grotesco, chabacano y 
esperpéntico de las mismas, nos recuerdan más que a una situación diplomática real, 
a esa escena de Sopa de Ganso, donde un airado Rufus T. Firefly (Groucho Marx) tras 
darle un tremendo sopapo al embajador de Sylvania desencadena una guerra entre este 
país y Libertonia. 

No obstante el evidente humorismo de la situación, la realidad es altamente preocu-
pante, pues puede abocarnos a una perpetuación aún más enquistada de los principales 
conflictos internacionales que vaya encaminada a producir múltiples efectos negativos 
a nivel global. Y nos recuerda, que siempre es importante, no sólo afrontar la vida con 
optimismo, sino también tener en cuenta lo importante que es que las personas que 
ocupan puestos de responsabilidad asuman con prudencia y saber estar sus funciones, 
teniendo plena conciencia del rol que están llamados a desempeñar. 

Y hablando de roles, en  este número contamos con un artículo de nuestro compañero 
Florentino Eguaras, que a propósito de los últimos vaivenes jurisprudenciales en materia 
de prestaciones de familias monoparentales (Sala cuarta, Sala tercera del TS y finalmente 
el TC) nos presenta unas precisiones sobre cuál es el papel de las y los jueces en el ejer-
cicio de su función jurisdiccional y hasta qué punto, un cierto “constructivismo” en sus 
resoluciones puede ser o no tildado -como ha hecho algún autor- de activismo judicial. 

A su vez, y de cara a encuadrar la calidad de la función jurisdiccional en el cumplimiento 
de sus roles, nuestro compañero Oscar Ferrer, analiza el retraso en la jurisdicción social, 
teniendo en cuenta que, si bien la justicia tardía no merece el calificativo de justicia, la 
solución plena de la misma pasa por aumentar el número de las plazas jurisdiccionales 
en los Tribunales de Instancia que entrarán en vigor este año, dándonos una mirada 
que tiene en cuenta las necesidades, carga de trabajo y problemas de las personas que 
desempeñamos el trabajo de juzgar. 
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En materia de resoluciones judiciales, traemos una sentencia de instancia de un Juzgado 
de Barcelona que, aplicando la reciente LO 15/2022 de Igualdad, y la doctrina de la Sala 
Catalana, declara nulidad de un despido por discriminación por enfermedad en el caso 
de un trabajador en situación de Incapacidad Temporal.

 Por último, además del contenido en materia de legislación, jurisprudencia y negociación 
colectiva mensual; en el rincón de la ConTracultura nuestros colaboradores nos regalan 
en cine una crítica de la galardonada en los goya “La infiltrada”; y en música, Dire Straits 
y su Brothers in arms, Tears for fears, y en Jazz/experimental Don Grolnick  y su trabajo 
Hearts and numbers.

Buena lectura.
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La prestación por 

nacimiento y cuidado 

de hijo en los hogares 

monoparentales

0. Aproximación

El seis de octubre de 2020 se dictó por el Tribunal de Justicia del País Vasco sentencia 
en el recurso de suplicación 941/2020, de esta sentencia fui yo, quien escribe este ar-
tículo, el ponente. En esta sentencia declaramos el derecho de una madre trabajadora 
a que acumulase en su persona doblemente la prestación por nacimiento y cuidado de 
hijo regulada en el art. 177 de la Ley General de la Seguridad Social. El tema consistía, 
básicamente, en que el precepto referido contemplaba una prestación de 16 semana 
para la madre biológica posteriores al parto, y el mismo periodo para el otro progenitor. 
La beneficiaria instó del Instituto Nacional de la Seguridad Social la prestación, y este 
se la reconoció por el periodo de dieciséis semanas, pero la madre, progenitora de un 
hogar monoparental, reclamó disfrutar además la prestación por el tiempo que al otro 
progenitor le hubiese correspondido si se integrase en un hogar biparental y no mono-
parental, como era el caso.

La Sala a la que pertenezco estudio el asunto y dictaminó el derecho de la demandante 
a acumular en su persona el tiempo que hubiese correspondido conjuntamente a los dos 
progenitores en un hogar biparental.

No nos vamos a detener en las razones que entonces esgrimimos, y que se apoyaban 
en la aplicación de la normativa de protección de los menores, y el principio de igualdad 
y no discriminación del niño y la madre. Comentaremos que esta sentencia fue recurrida 
por el Ministerio Fiscal, en recurso de casación para unificación de doctrina, y que este 
dio lugar a la sentencia del Tribunal Supremo de 2 de marzo de 2023, recurso 3972/2020, 

ARTÍCULOS

Florentino Eguaras Mendiri

Magistrado TSJ del País Vasco, Sala Social
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estimatoria del recurso. Por la peculiaridad de este tipo de recurso instrumentalizado por 
el Ministerio Fiscal nuestro fallo permaneció respecto a la beneficiaria, pero la doctrina 
que nosotros ofertábamos se revocó. Finalmente, el Tribunal Constitucional ha dictado 
sentencia el 6 de noviembre de 2024, 140/2024, declarando inconstitucional, en lo que 
ahora nos interesa, el art. 177 de la Ley General de la Seguridad Social, viniendo a ava-
lar el criterio que nosotros habíamos expuesto en nuestra sentencia de 6 de octubre de 
2020 sobre el derecho de la progenitora de un hogar monoparental a acumular la doble 
prestación que hubiese correspondido en un hogar biparental.

La Sala Tercera del Tribunal Supremo se enfrentó con el mismo problema del derecho de 
la madre en hogares monoparentales y en sentencia de 15 de octubre de 2024, recurso 
de casación 5372/2022, reconoció el derecho de acumulación en la madre biológica para 
ampliar el permiso de maternidad con otras semanas a las ya disfrutadas, como si se 
tratase de un hogar biparental y no monoparental.

No voy a analizar ni las razones ni los argumentos de cada una de las sentencias judiciales 
que he referido. Es evidente que al final nuestros razonamientos han sido avalados y que 
lo que nosotros dijimos en un principio era acertado. Pero en lo que si me voy a detener 
es en la transcendencia que la resolución del caso ha supuesto en orden al ejercicio de 
la actividad judicial.

En concreto, lo que me ha llevado a elaborar este comentario es una cita que realizaba 
el incansable, didáctico, docente y siempre sugerente Eduardo Rojo Torrecilla en su más 
que conocido blog. En su entrada sobre la sentencia del Tribunal Constitucional de 6 de 
noviembre de 2024, 140/2024, hacía referencia a un artículo de Juan B. Vivero titulado “El 
difícil oficio de laboralista en tiempo de activismo judicial. Las familias monoparentales 
como ejemplo”.

Ya que yo había sido el ponente de la primera sentencia que había declarado el derecho 
a la acumulación en un progenitor de hogar monoparental de los dos permisos que se 
otorgan en los hogares biparentales, me sentí atraído a leer lo que este autor, Sr. Vivero, 
había escrito.

1. “El difícil oficio de laboralista en tiempo de activismo 

judicial. Las familias monoparentales como ejemplo”

Paso a resumir, esquemáticamente, lo que sostiene el artículo que sirve de base a nues-
tro comentario. El Sr. Vivero Serrano considera que el art. 177 de la Ley General de la 
Seguridad Social recoge la prestación para la madre biológica y si hay otro progenitor, 
a este también se le otorga, pero en un hogar monoparental se cumple la prestación y 
la ley con otorgarla una sola vez, en cuanto que el precepto referido nada dice sobre los 
hogares monoparentales pudiendo haberlo hecho. Por ello, y partiendo de esta base, 
considera que el conceder una prestación doble por nacimiento y cuidado de hijo a la 
progenitora de un hogar monoparental es un ejercicio de “activismo judicial”, que es la 
usurpación de las funciones legislativas por los jueces.

Y este elemento, que es el que le sirve de base para su comentario, se complementa 
con una consideración que gravita sobre toda su exposición, y es la de que a la comple-
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jidad actual del derecho laboral se une otra nueva, que es la actitud de los jueces que 
con su activismo añaden un nuevo elemento de complicación a la labor del laboralista, 
generando inseguridad.

Dos cuestiones se abordan en el análisis del autor que estamos citando: 1ª, la compleji-
dad actual del derecho laboral; y, 2ª, el incremento de esta con actitudes judiciales como 
la que ha dado lugar al reconocimiento de la ampliación del permiso por nacimiento y 
cuidado de hijo en hogares monoparentales, y que se tacha de “activismo judicial”.

A las dos aludiremos en los apartados siguientes.

2. Complejidad del derecho laboral

El derecho civil se encontró con lo que se llamaron las “paradojas del derecho laboral”. El 
derecho del trabajo nació entre la Primera y Segunda de las Revoluciones Industriales, y 
sus peculiaridades no fueron susceptibles de ser asimiladas por el derecho civil. Pronto 
se vio que el contrato de trabajo no encajaba con las locatio operis y locatio conductio 
operarum, que el contrato de arrendamiento era insuficiente para recoger las caracterís-
ticas de las prestaciones laborales. 

Realidades como la huelga eran de difícil comprensión para la mentalidad civilista, acos-
tumbrada al equilibrio y a la reciprocidad de las prestaciones – principio do ut des-. 
¿Cómo era posible que un sujeto del contrato, el huelguista, pudiese dejar de cumplir su 
obligación/prestación de manera legítima y además compeler a la otra parte, el empre-
sario, a que accediese mediante la presión a sus reivindicaciones? O, ¿cómo admitir la 
voluntad general que se plasma en los convenios colectivos si en el derecho privado es la 
autonomía individual el eje sobre el que gravita toda la contratación?, ¿cómo es posible 
que unos pocos sean capaces de regular las relaciones laborales de una universalidad 
de trabajadores y que queden afectados todos por el convenio colectivo?

Todas estas expresiones particulares del derecho dieron lugar a la rama jurídica del de-
recho laboral. Este se caracteriza por su riqueza, dinamismo, versatilidad y su capacidad 
expansiva; pero, además, por su universalidad. El movimiento obrero y el derecho que 
con su fuerza se ha creado rebasaba y desborda los limites estatocéntricos. El derecho 
del trabajo se apoya en los trabajadores, que son los que lo crean y estos pertenecen 
al mundo, son más que unidades autónomas e independientes. Por eso, lo primero que 
vamos a referir es que ante las alusiones de que una de las causas de la complejidad 
del derecho del trabajo son la pluralidad de  instancias nacionales y supranacionales 
que se superponen cuando examinan los conflictos laborales -o mejor, los derechos de 
los trabajadores- diremos que ello es la consecuencia de su carácter universalista, sin 
fronteras, internacional. Esta peculiaridad del derecho del trabajo ha generado el que la 
microesfera laboral se afecte por los ámbitos macrolaborales, y las diversas instituciones 
que los contemplan y examinan. OIT, el Comité Europeo de Derechos Sociales, el Tribunal 
de Justicia de la Unión Europea, o la misma Sala Cuarta del Tribunal Supremo español, 
entre otros, son el espejo de esa base plurinacional que es el derecho del trabajo.

Y, que así sea, es el reflejo de la riqueza y la connotación particular que posee el derecho 
del trabajo. No es que sea ello un elemento de complejidad que dificulte su conocimiento 
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y análisis, es que es una parte de su esencia. El nacimiento del derecho laboral no es 
de arriba abajo, es naturalmente inductivo, son los trabajadores quienes lo han creado y 
lo han diseñado para su propia protección. Que la llamada institucionalización del con-
flicto haya conducido a un tácito pacto entre empresas y trabajadores, para elaborar el 
derecho laboral, no le priva de que su impulso y contenido no lo generan ni el legislador 
ni los estudiosos/agentes del derecho, sino los mismos trabajadores.

Ninguna complicación anormal presenta el resbaladizo derecho laboral con su fuente 
peculiar – el Convenio Colectivo o las fórmulas que lo protegen y revitalizan- y con las 
instituciones creadas para su a veces “domesticación”, y otras su avance. Que las fuen-
tes del derecho del trabajo nazcan y se fiscalicen en esferas superiores a las nacionales 
es lo propio de su naturaleza, nacimiento y consolidación. Ha hecho falta la unión del 
mundo laboral en todas las superficies locales para su elaboración y mantenimiento, 
por ello no debe extrañarnos que los Organismos internacionales se hayan constituido 
en agentes activos de su desarrollo e interpretación. La misma configuración dinámica 
de la negociación laboral lleva a su permanente cambio, donde los estatismos son una 
quimera inasumible por la realidad en la que se desarrolla el trabajo.

Pero no creemos que, de todas formas, sea posible confundir el derecho del trabajo -al 
que nos hemos referido- con el derecho de las prestaciones y los deberes de acción, y 
no de omisión, de la Administración en la gestión de aquellas. Las prestaciones nacen del 
marco proteccionista con el que se amparan las situaciones de necesidad apreciadas en 
las sociedades avanzadas, y generalmente democráticas. Si por complejidad del derecho 
entendemos que los criterios rígidos del conceptualismo administrativista no rigen en el 
sistema de protección de la asistencia social pública de cobertura de riesgos, entonces 
sí que existe complejidad en el derecho. El Derecho de la Seguridad Social no examina 
a las entidades gestoras y sus relaciones, sino que su foco es el sujeto receptor de la 
prestación. Y, por tal causa, las entidades gestoras son agentes de la materialización 
de las prestaciones, en las que no actúan como administraciones regladas sino como 
sujetos de atención y comprensión de las necesidades. Ello es consecuencia de que la 
normativa de Seguridad Social es el reflejo del Estado Social -art. 1 de la Constitución 
Española-. Que esto genera unos márgenes imprecisos de delimitación de las obliga-
ciones del Estado frente a los beneficiarios es lo propio de aquellos lugares en los que, 
como en nuestra sociedad, se pretenden implementar los derechos fundamentales de 
la Segunda Generación.

Más que de actual complejidad o inseguridad de lo que debemos hablar es de viveza, 
dinamismo, vigor y salud del derecho del trabajo. Cuando ha habido quietismo, estatismo 
y seguridad lo que ha existido ha sido un pseudo derecho laboral, en el que su fuente 
creativa se ha restringido en su actuación.

3. Activismo judicial

Lo dijo el Tribunal Supremo en su sentencia de 2 de marzo de 2023, recurso 3972/2020, 
cuando revocó la nuestra que concedía a la beneficiaria de un hogar monoparental la 
amplitud del permiso por nacimiento y cuidado de hijo, que la función de los jueces y 
tribunales “es la aplicación e interpretación de la norma pero no la creación del derecho 
…(que) solo le corresponde al legislador”. Y, tal argumento le parece al autor que comen-
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tamos acertado. Se apoya en esta consideración para indicar que el reconocimiento de 
la prestación que se efectuó por el Tribunal Supremo en su Sala Tercera es una invasión 
por parte de los jueces de las funciones del poder legislativo.

Desde el comienzo hemos sido conscientes de que nuestra sentencia del recurso de 
suplicación 941/2020, al reconocer la prestación por nacimiento y cuidado de menor 
doblemente en un hogar monoparental, era un antes y un después. Sentimos nuestra falta 
de humildad al decir esto, pero su transcendencia superaba el caso concreto. Sabíamos 
que la resolución que habíamos dictado escapaba de la concepción que mayoritaria-
mente se tiene de la actividad judicial. Y, pronto, nuestras sospechas se confirmaron. La 
pluralidad de sentencias que en contra de estimar la prestación en situaciones monopa-
rentales se dictaron por los órganos judiciales, nos mostraron la reticencia de estos de 
asumir una actividad que pudiese ser capaz de analizar la ley con una perspectiva más 
amplia de la que normalmente se utiliza. También, la multiplicidad de comentarios doc-
trinales que se publicaron confirmó nuestro sentir. Incluso, dentro de la Asociación, y en 
la que nos integramos, a la que pertenece la Revista en la que se publica este artículo, 
fueron muchos los compañeros que nos ilustraron con comentarios como que “íbamos 
de progres”, “que las prestaciones no nos las podíamos inventar nosotros”, o que “eso 
de legislar no era lo nuestro”.

En fin, un aluvión de críticas y todas ellas pivotaban sobre el mismo eje: el poder le-
gislativo es el que legisla y nosotros con nuestra sentencia estábamos invadiendo las 
competencias del poder legislativo. La opinión casi general era que el art. 177 de la Ley 
General de la Seguridad Social al regular la prestación por nacimiento y cuidado de me-
nor no incluía un régimen especial para los hogares monoparentales, de manera que al 
duplicar en estos la prestación, como habíamos nosotros sentenciado, se estaba ideando 
un supuesto no previsto legalmente, y, por tanto, había un hurto de las funciones del 
legislador por nuestra parte.

El comentario en el que nos apoyamos para desarrollar nuestra argumentación, a todo 
esto, que se nos ha achacado, lo denomina “activismo judicial”. En realidad, se está im-
putando tal actuación por el autor a la sentencia dictada por la Sala Tercera del Tribunal 
Supremo el 15 de octubre de 2024, recurso de casación 5372/2022, pero por dos motivos 
nos sentimos legitimados para considerar que tal opinión nos afecta: por un lado, porque 
lo cierto es que todos los jueces hacemos la misma función, de manera que la critica 
a una sentencia judicial la tenemos como una censura a nosotros; y, de otro, porque la 
sentencia de la Sala Tercera coincide básicamente con lo que nosotros indicábamos en 
nuestra resolución del recurso de suplicación 941/2020.

Es necesario resaltar la valiosa argumentación del articulista, Sr. Vivero, en su comentario, 
y su agudeza al percatarse de que el tema no es de una simple aplicación de la norma, 
sino que es la plasmación de algo mayor, y en parte más significativo, que si corresponde 
o no una prestación. Aunque no lo parezca coincidimos con la critica que se hace al crite-
rio que hemos adoptado de ampliar en un progenitor de hogar monoparental los permisos 
por nacimiento y cuidado de menor. Y, coincidimos porque quienes nos censuran lo que 
hemos hecho son quienes han detectado la transcendencia que el supuesto, más allá 
del caso concreto, significa. ¿Es lícito que los jueces asuman una función que desborde 
los marcos legales? Quienes han sido reacios a la razón de nuestra sentencia saben que 
con esta se abre un nuevo escenario que como todo cambio puede suponer un tiempo 
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de inestabilidad o inseguridad. Y, como todo cambio de paradigma implica desbancar 
el anterior existente, con ello siempre hay quien se siente amenazado o en peligro. Y, en 
parte, ello es razonable porque las nuevas vías nacen sin controles definidos y seguros, 
con contenidos sin perfilar, que ciertamente requieren un análisis y configuración repo-
sados, que aseguren la normalidad y seguridad del funcionamiento institucional.

La realidad es la que es, por mucho que nos empeñemos en negarla, y los cambios y 
avances son inevitables. Otra cosa será el que el tiempo marque las direcciones por las 
que se continúan los cambios.

4. Algunas precisiones

El activismo judicial, y dejamos al margen el neoconstitucionalismo, suele ser una ad-
jetivación que tiende al desprestigio de la actividad judicial, por quienes se alían con la 
petrificación jurídica y el apego a lo existente. Decimos que dejamos al margen el neo-
constitucionalismo porque este supone la asunción de los contenidos constitucionales 
para implantar directamente los derechos que las Constituciones recogen. 

Con los términos de activismo judicial lo que se quiere expresar, normalmente, es una 
valoración negativa de algunas sentencias, considerando que los jueces en sus resolu-
ciones judiciales o bien introducen un sesgo importante de sus ideologías, o que lo que 
procuran en ellas es impregnarlas en sus argumentaciones con valoraciones de tipo moral. 
Estos tipos de concepción del activismo judicial, en realidad, no son sino la expresión de 
una discordancia del sujeto crítico con el resultado de la sentencia.

Primero, todos los jueces tienen ideología y ello es un elemento de sanidad social. Si la 
sentencia es errónea lo será porque contiene un desajuste jurídico, no porque el que la 
haya dictado sea de una u otra ideología; y, segundo, mezclar el ser con el deber ser por 
parte del juez es introducir en el razonamiento judicial una interpretación del derecho que 
es errónea, y como tal susceptible de la corrección que toda sentencia puede recibir en 
el marco del desarrollo del derecho. No se es activista judicial en ninguno de los casos 
expuestos.

Pero más importancia tiene el caso del activismo judicial por su consideración de constituir 
una invasión por los jueces de las competencias del poder legislativo o ejecutivo. Este sí 
que es un caso acertado de los que se incluyen en el concepto del activismo judicial. Y, 
propio de la altura científica de quienes así lo conciben, este supuesto sí que presenta 
una complejidad mayor, y para quienes lo enuncian en los jueces, sí que es un foco pre-
ocupante de distorsión de lo jurídico, por causa de la ruptura que supone la conducta 
judicial con las concepciones clásicas heredadas del derecho, y por la propia legitimación 
y contenido de la función de los jueces, tanto en el sistema político como jurídico que se 
dibuja en las sociedades avanzadas, dentro de las que se encuentra la nuestra.

Bajemos a los hechos. Tenemos un caso que no es teórico, sino real. El art. 177 de la 
Ley General de la Seguridad Social al regular la prestación por nacimiento y cuidado de 
menor no incluía un régimen especial para los hogares monoparentales. Al duplicar en 
estos la prestación, tal y como nosotros hemos declarado -al igual que la Sala Tercera 
del Tribunal Supremo-, se puede razonar que se está produciendo un cambio legislativo 
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por los jueces, que ha concurrido una iniciativa legislativa, y esta solo debía desarrollarse 
por el Parlamento y no por los jueces.

Nuestra premisa inicial para acercarnos a este supuesto, parte de la censura que ha-
cemos a una concepción muy difundida y constantemente repetida, como es la de la 
configuración del Estado propiciada por Montesquieu en el “Espíritu de las Leyes”. El 
simplismo didáctico de la doctrina de la división de poderes formulada por este autor 
-poder legislativo, ejecutivo y judicial- es una representación gráfica de gran valor expli-
cativo, pero solo es eso, pues es una teoría que no responde a la realidad. En la esfera 
de los hechos no hay una segmentación cartesiana de las funciones dentro del Estado. 

Hoy, y en lo que a nuestro tema se refiere, ya se ha superado la doctrina clásica que 
diferenciaba en la creación del derecho una actividad volitiva, -la del legislador que crea 
la ley-, y otra cognoscitiva, que es la del juez que busca la ley para aplicarla al caso que 
resuelve. Doctrinalmente es mayoritaria la conciencia de que los jueces, en menor me-
dida que el legislador, son un estamento de la creación del derecho. Lo hacen con una 
intensidad inferior a la que ostenta el legislador, pero son creadores del derecho.

Que la sentencia es una realidad jurídica, que es un acto normativo, que se integra en el 
derecho, es evidente. Y, también, que se dictan las sentencias en lo que es el desarrollo 
de las competencias del juez del que emanan, y que el mismo ordenamiento jurídico le 
ha atribuido. Este es el eje sobre el que debemos contemplar el peyorativo activismo 
judicial que se nos achaca.

Nosotros los jueces, y particularmente los laboralistas, nos desenvolvemos en dos ti-
pos de normas: las adjetivas o de procedimiento, en las que nuestro margen creativo 
es pequeño; y las materiales o sustantivas, que son las que aplicamos a los casos que 
resolvemos, y donde nuestra vertiente creacionista es mayor.

Habrá activismo judicial cuando un juez asuma una competencia que no es la judicial. 
Si lo que hace el juez es afrontar las actividades que el ordenamiento le atribuye, habrá 
entonces un ejercicio de la función judicial, la que podrá ser más o menos acertada, pero 
que se habrá actualizado dentro de las competencias y márgenes que socialmente la 
legislación le ha fijado. Las normales actividades judiciales en una sociedad avanzada son 
las de resolver los conflictos. El sistema social se ha apropiado, en términos generales, 
de la creación y eficacia del derecho, atribuyendo para ello al poder judicial una función 
de resolución de los conflictos, apoyada incluso en la fuerza. 

Hay actividades que no son realmente judiciales pero que la ley atribuye a los jueces. Yo 
mismo he participado en múltiples Juntas Electorales, donde por mi destino judicial he 
sido designado para integrar órganos de naturaleza mixta, como son las Juntas Electora-
les. No todo lo que realizan los jueces, siempre que nazca del ordenamiento jurídico, es 
juzgar y ejecutar lo juzgado. Ya percibimos que un esquema ingenuo sobre la actividad 
judicial exclusivamente como transcriptores o fedatarios mecánicos de la ley no se ajusta 
a la actividad que realizan los integrantes del poder judicial.

Si nos ubicamos en el campo de las sentencias judiciales, resultado de un proceso ju-
dicial, destaquemos algunos caracteres para solventar la sospecha de que los jueces 
practicamos el activismo judicial asumiendo funciones legislativas. Legislar y juzgar no 
es lo mismo, y es imposible que los jueces podamos legislar en nuestras sentencias.
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•	 Las resoluciones judiciales se refieren a casos concretos generalmente, excluimos 
aquellos procesos que controlan las normas jurídicas. La sentencia es la resolución 
de una controversia individual que afecta a la esfera de los derechos singulares. El 
resultado judicial no tiene carácter universal, sino particular. Veamos, por ejemplo, 
que en el caso sentenciado por la Sala Cuarta en la que se revocó la sentencia 
que reconoció la ampliación de la prestación por nacimiento y cuidado de hijo en 
hogares monoparentales (STS de 2-3-2023, rc. 3972/2020), esta resolución respetó 
la situación individual en la que se apoyaba el recurso interpuesto por el Ministerio 
Fiscal, aunque revocó nuestra sentencia. Lo mismo ocurre con la sentencia de la 
Sala Tercera (STS 15-10-2024, rc. 5372/2022), que confirmó el derecho de la bene-
ficiaria particular a la prestación que instaba. Eran casos concretos.

¿Cómo va a asumir funciones legislativas quien declara para la situación individual un 
derecho especifico? Si el juez dijese: “desde ahora el art. 177 de la Ley General de la 
Seguridad Social debe incluir un nuevo párrafo que diga que en el supuesto de hogares 
monoparentales el progenitor disfrutará de una ampliación de la prestación”; si esto 
fuese lo que estableciese el juez, entonces es claro que se habría extralimitado en sus 
competencias. Pero no ha sido esto lo que se ha declarado, lo que se ha resuelto es una 
pretensión, y se ha dado respuesta a la misma, que es lo que es la competencia judicial.

Gran diferencia entre la actividad de legislar y la de juzgar en nuestro caso.

•	 En los procesos se resuelven intereses contrapuestos sobre la base de una petición/
demanda que tras la oportuna tramitación y contradicción da lugar al cumplimiento 
por el juez del principio de inexcusabilidad, por el que debe dictar sentencia y asumir 
la competencia resolutoria del conflicto. Esta es la manifestación del monopolio de 
ordenar el derecho y su eficacia que es único del Estado y no de los particulares. 
El incumplimiento del deber de juzgar es lo que sí que es una dejación de la com-
petencia que se atribuye al juez, eso sí que sería un caso de activismo judicial, pero 
¿puede serlo resolver el proceso? Si al órgano judicial se le ha instado que declare 
el derecho de una progenitora a acumular la prestación por nacimiento y cuidado de 
menor en el hogar monoparental, no sería legítimo que el juez dijese “no le estimo 
la demanda porque no me declaro competente; lo que se me pide en la demanda 
es que sea legislador y esto no lo puedo ser”. La sentencia lo que deberá concluir 
es que la ley no contempla o sí el supuesto pedido, y esto se enmarca dentro del 
ámbito del razonamiento jurídico que es la plasmación de la aplicación del derecho. 
No es asumir la competencia judicial el no juzgar, sino que ello es negarla.

•	 El legislador legisla, y lo hace en el marco, en nuestro supuesto, de la pluralidad 
democrática. Las fuentes normativas del derecho nacen de la confrontación y los 
equilibrios de las fuerzas políticas. La negociación o la lograda imposición mayorita-
ria son las reglas del nacimiento de las leyes; las concesiones entre grupos políticos 
son las constantes de las deliberaciones parlamentarias. Esta situación es absolu-
tamente ajena a la sentencia judicial y la actividad de los jueces. La resolución del 
conflicto judicial -la sentencia- será más o menos acertada, pero se apoyará en la 
argumentación que proviene del derecho, no del consenso.

Y, es precisamente esta consideración la que pretendemos resaltar. La actividad judicial 
se basa en el razonamiento jurídico. Y, la expresión y narración del mismo no es una clase 
de activismo judicial sino la plasmación de la competencia del juez de dictar sentencia 
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en la resolución de los conflictos. El hilo racional por el que se ha fallado el pleito podrá 
considerarse certero o fallido, susceptible de modificación, recurso o de la sana crítica, 
pero salvo casos excepcionales que vamos a descartar, es su fundamento la aplicación 
del derecho. Si se discrepa de la sentencia y de su razonamiento es porque nos mo-
vemos en el plano ordinario del ejercicio de las competencias, no del desbordamiento 
e invasión de las actividades que el sistema jurídico ha establecido de competencias 
legislativas y judiciales.

No olvidemos que la existencia de los denominados “casos difíciles” confiere a la re-
solución de los mismos un plus de complejidad, que radica en la misma dificultad de la 
pretensión de la que surgen, que es la de que derechos no directamente previstos por la 
ley se reconozcan. En estos casos lo que se busca es que los derechos sean declarados 
por los mismos mecanismos e instrumentos que el orden jurídico otorga, y que su Teoría 
General ha construido.

Centrémonos en algo concreto. Si la situación de hecho generada por la aplicación 
de una norma -el art. 177 de la Ley General de la Seguridad Social- ha conducido a la 
progenitora de un hogar monoparental a una situación de discriminación y al sujeto re-
ceptor de la atención, que es el menor, a una vulneración de sus derechos, ¿debe instar 
la demandante una reforma legislativa o puede articular una demanda plasmando su 
petición? Si demanda, el juez podrá razonar de una manera u otra pero deberá, estará 
obligado, a dictaminar.

En estos “casos difíciles” el margen jurídico de análisis es mayor y superior al ordinario. La 
consideración en estos supuestos de normativas interpretativas o aplicativas superiores 
a las ordinarias (Tratados de aplicación directa según nuestra Constitución -art. 96 CE-, 
normas comunitarias, Constitución, o parámetros como la Agenda 2030) puede llevar en 
el razonar judicial a dilatar lo que son los fundamentos ordinarios de las sentencias, sin 
que ello sea activismo judicial, sino acreditación de la grandeza del sistema jurídico y del 
derecho, cuando se asumen en su integridad las actividades que se han encomendado 
a los agentes jurídicos.

5. Dos soluciones diferentes

Nos ha servido de apoyo a nuestro comentario el artículo al que aludía el bloguero Sr. 
Rojo -“El difícil oficio de laboralista en tiempo de activismo judicial. Las familias mono-
parentales como ejemplo”-. En este artículo se concluye considerando que a la difícil 
tarea del laboralista se suma la inseguridad de situaciones como la generada por la sen-
tencia de la Sala Tercera (STS 15-10-2024, rc. 5372/2022), que confirmó el derecho de 
la beneficiaria a la prestación que instaba. Se muestra el autor crítico y en desacuerdo 
con el criterio de esta resolución, y manifiesta encontrarse a favor de la tesis mantenida 
por la Sala Cuarta (STS de 2-3-2023, rc. 3972/2020), en la que se venía a sostener que 
los jueces no pueden crear las leyes, que su elaboración es propia del poder legislativo.

A nuestro entender, el problema no radica en si los jueces tienen que crear las leyes o no. 
Los jueces lo que deben hacer es resolver los conflictos con sometimiento a la ley. Y, de 
aquí, se derivan dos consecuencias. 1ª, que la judicatura cumple su función desarrollando 
la actividad para la que son competentes los jueces, según el presupuesto normativo 
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que les atribuye su función, que es resolver los conflictos; y, 2ª, que el cumplimiento de 
esta labor judicial se lleva a cabo dentro del denominado imperio de la ley.

Si se ha resuelto por el juez el conflicto sometido al enjuiciamiento judicial lo que se ha 
hecho por él es cumplir el presupuesto competencial, y en el que se incluye el principio 
de inexcusabilidad, o lo que es lo mismo: el deber de resolver que tienen los jueces. 
Desde este presupuesto, si en la aplicación de la ley por parte del juez, a esta -a la ley- 
la configuramos como el acervo normativo a considerar, y tenemos en cuenta que la 
literalidad o el contenido de la ley puede interpretarse con otras normas -como un Tra-
tado-, entonces el problema del activismo judicial se ha reducido a otro plano. Consistirá 
la cuestión, ahora, en determinar si ha existido acierto en interpretar la norma con un 
prisma superior o debía quedar el análisis ceñido a la simple legalidad ordinaria -imperio 
de la ley restringido-. La crítica o censura sobre la argumentación y la situación concreta 
observada por el juez se centrará en si hay una quiebra de las normas o no, como por 
ejemplo si la realidad enjuiciada conculca las leyes que prohíben la discriminación o las 
que exigen un tratamiento similar de situaciones iguales. Pero, no es correcto enmarcar 
la crítica fuera de ese contexto del razonamiento y la argumentación jurídica, para intro-
ducirnos en el de las competencias, pues el juez lo que ha hecho ha sido actuar dentro 
de la suya, que es la de juzgar y resolver los conflictos.

Observemos: nos encontramos ante la individualidad del caso y la implicación de nor-
mas susceptibles de ser valoradas y ponderadas en todas las situaciones. Así, cuando 
la beneficiaria peticionaria del derecho a la prestación de nacimiento y cuidado de menor 
de un hogar monoparental alega que no es que esté en contra de la norma, sino que 
la misma produce un efecto perverso en su situación, no nos pide ni que declaremos 
la inconstitucionalidad de la norma ni que dictemos otra. No, lo que nos reclama a los 
jueces es que asumamos nuestra función y aplicando el conjunto de las normas le re-
conozcamos la situación ajurídica que se crea en su concreta coyuntura, al aplicarle la 
prestación sin tener en cuenta su trinomio particular de nacimiento, cuidado de menor 
y hogar monoparental.

La sentencia de la Sala Tercera (STS 15-10-2024, rc. 5372/2022), coincidente con la 
que nosotros habíamos dictado en el recurso de suplicación 941/2020, y que centra el 
comentario del autor que nos sirve de base a nuestro artículo, no ha dejado ni de aplicar 
la norma ni la ha modificado; la ha interpretado hasta el final y ha cubierto un vacío que 
la misma contiene, ampliando la protección de la actora, y con ello se ha restablecido el 
derecho que el art. 177 de la Ley General de la Seguridad Social implica. Lo aparente-
mente neutro no lo era realmente.

Restaurar la situación particular de la beneficiaria respecto a derechos que nacen de un 
plano superior y del mismo de la legalidad ordinaria y que la misma norma conculca, 
no es un ejercicio de activismo judicial ni supone invadir la competencia legislativa, es 
realizar la actividad judicial tal y como se concibe en las competencias propias del poder 
judicial, y en el desarrollo de la función de los jueces en una sociedad avanzada, con 
ordenamientos jurídicos desarrollados como entendemos es el nuestro. Lo que se ha 
hecho es dotar del contenido idóneo al ámbito de la norma, para el supuesto enjuiciado.

Cuando se achaca a las situaciones como la que ahora examinamos -declaración del 
derecho a ampliar la prestación de nacimiento y cuidado de menor en los hogares mono-
parentales- de introducir una mayor complejidad a la labor de los laboralistas, se prescinde 
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de la propia particularidad del derecho laboral y la lógica inseguridad que existe cuando 
el ordenamiento jurídico es avanzado y acorde a una sociedad plural y democrática. El 
positivismo jurídico es un logro en el derecho, pero no puede identificarse con el quietismo 
y la petrificación, al menos en nuestra rama laboral. La llamada cristalización del derecho 
supone marcos y contenidos jurídicos inamovibles. El dinamismo de los derechos -en 
nuestro caso de los derechos de la Segunda Generación- es una exigencia que nace de 
la misma Sociedad y sus fines y objetivos. A los jueces se nos reclama una simetría con 
la sociedad, no nos mantenemos en un estatus de pseudo asepsis, que incumpla las 
competencias y actividades que son la esencia de nuestra función, sobre la base de una 
pretendida independencia judicial.

No consideramos que la concesión de una ampliación del permiso y la prestación de 
nacimiento y cuidado de menor en los hogares monoparentales sea un ejercicio de 
“activismo judicial”, en el sentido peyorativo y devaluador que se ha pretendido otorgar, 
sino que lo es del cumplimiento de la función judicial. Incluso, opinamos que la esencia 
de esta radica en la resolución de los conflictos aplicando todas las normas que deben 
considerarse al caso, con autonomía e independencia, sin generar una falsa dependen-
cia. Esta es la que se produce cuando se acude para avalar las decisiones judiciales a 
las estimaciones de los órganos decisorios de instancias superiores, como es el Tribu-
nal de Justicia de la Unión Europea. Hay una tendencia actual a someter las decisiones 
judiciales al control previo de este órgano. Reclamamos que nuestra función presenta 
competencias para resolver de manera directa los conflictos, sin la constante consulta y 
aval de las doctrinas de otras instancias.

6. Epilogo

Si inquieta el que la función judicial se asuma en todo su contenido es porque no se acaba 
de asimilar la entidad de esta. Su esencia es eso, el decidir. La Academia, la doctrina o 
la Universidad podrán especular e investigar, pero no pueden pretender domesticar la 
actividad del poder judicial. 

Si el derecho laboral presenta sus peculiaridades propias, que le hacen ser lo que es, 
quienes nos dedicamos a él debemos ser conscientes de que una de sus riquezas es el 
dinamismo, la dialéctica constante. Y los jueces somos un eslabón esencial en el diseño 
de sus perfiles, no es un activismo judicial el asumir nuestras competencias.

De todas formas, y, por último, el derecho del siglo XXI ha evolucionado respecto a los 
dogmas y principios que lo crearon en el siglo XIX.

Dos máximas son las que se nos presentan ahora y hoy.

1ª. Ius clamat domino. En el mundo actual los agentes jurídicos nos encontramos con 
realidades y situaciones que ni se habían previsto ni contemplado previamente, y, 
sin embargo, se producen. Hay muchos derechos que están sin descubrir, a los que 
todavía no les hemos dado nombre ni titular, pero que debemos nominar y considerar. 

2ª. En politología hay un principio: “El siglo XIX fue el siglo del poder legislativo; el 
siglo XX fue el siglo del poder ejecutivo; y, el siglo XXI es el siglo de los JUECES”.
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RESUMEN

Uno de los principales males que aquejan a la Justicia española es la gran demora en 
dar respuesta a los conflictos que se le plantean. En este artículo se analiza el estado 
actual de este retardo en la jurisdicción social, los problemas que ello genera y un análisis 
crítico de las últimas medidas adoptadas por el legislador en el Real Decreto-ley 6/2023 
y en la novedosa Ley Orgánica 1/2025. Finalmente, se examina la actual doctrina del TC 
sobre el derecho a un proceso sin dilaciones indebidas, actualizada por la STC 135/2024, 
así como las herramientas que actualmente tienen a su disposición los justiciables para 
hacer frente al colapso judicial.

I. HABLEMOS DE NÚMEROS: RADIOGRAFÍA DE LA DEMORA 

DE LOS SEÑALAMIENTOS JUDICIALES

El informe estadístico sobre la “Situación de los órganos judiciales en el tercer trimestre 
de 2024”, publicado el 13 de diciembre de 2024 por el Consejo General del Poder Judicial 
(CGPJ, en adelante), confirma la tendencia del incremento de los asuntos ingresados y 
refleja una pendencia total en el territorio nacional de 4.397.985 casos, de los que 477.628 
pertenecen a la jurisdicción social. 

Estas cifras se visualizan mejor si las proyectamos a los tiempos de retardo de los señala-
mientos de los juicios, uno de los parámetros más importantes para tomar la temperatura 
de la justicia.

ARTÍCULOS

Óscar Ferrer Cortines

Magistrado del Juzgado Social nº4 de Santander

Juicios tardíos en  

la jurisdicción social
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En la página web del CGPJ (https://www.poderjudicial.es/cgpj/es/Temas/Transparencia/
Estimacion-de-los-tiempos-medios-de-duracion-de-los-procedimientos-judiciales/) está 
divulgada la estimación de los tiempos medios de duración de los procedimientos judi-
ciales en los últimos 10 años. 

Siguiendo esta fuente, en el año 2023 la duración media en los juzgados unipersonales 
de lo social fue de 11,1 meses, la cifra más alta (exceptuando 2021) desde el año 2014 
(que era de 10,7 meses).

Por asuntos (referidos al año 2023), los accidentes de trabajo, enfermedades profesio-
nales y prevención de riesgos laborales se llevaba la infausta plusmarca de 18,2 meses 
[seguida por la impugnación de actos administrativos (14,9 meses), cantidades (14,1 
meses) y Seguridad Social (12,6 meses)]. En el otro flanco, los despidos, modificaciones 
sustanciales de condiciones de trabajo, movilidades geográficas y despidos (7,2 meses). 
Estos diferentes estándares por materias responden al carácter urgente y preferente de 
determinados procedimientos y que determina en la práctica una doble agenda. 

Por Comunidades Autónomas, Andalucía (16,6 meses) y Murcia (13,7 meses) muestran 
las peores notas; y Canarias y Madrid (8,2 meses en ambas), las mejores. 

Para concluir esta fotografía estadística de 2023, los recursos de suplicación ante los 
Tribunales Superiores de Justicia presentaron un intervalo medio de 7,7 meses; y los 
recursos de casación ante el Tribunal Supremos, 13,4 meses.

Los guarismos expuestos expresan unas duraciones medias. Los picos en las Comu-
nidades y juzgados más castigados son sonrojantes. Notas de prensa se hacen eco de 
señalamientos en 2029. Y los datos desglosados por Comunidades Autónomas del refe-
rido portal de transparencia del CGPJ ilustran demoras igualmente inaceptables, entre los 
que destaca la Comunidad de Andalucía, con 40,9 meses en resolverse los accidentes 
de trabajo, 22,9 meses las cantidades o 17,5 meses la Seguridad Social.

La situación en algunos puntos de España es tan inquietante que parece haberse nor-
malizado entre los operadores jurídicos señalamientos de juicios a un año vista. Bajo 
un sesgo o efecto contraste (principio de vaso medio vacío o medio lleno), aparece el 
argumento conformista de que la situación podría ser peor, lo que nos aleja de exigir un 
servicio público de justicia de calidad.

II. HABLEMOS DE PERSONAS: LAS AFLICCIONES DEL COLAPSO

En el proceso laboral se resuelven conflictos con peculiaridades propias que no admiten 
demoras. Así, una primera singularidad es que están en juego necesidades vitales. En 
palabras del Tribunal Supremo (TS, en adelante), se “atiende a la resolución de contro-
versias que tienen por objeto situaciones que requieren una rápida respuesta judicial no 
sólo en atención al carácter de las necesidades a las que afectan, sino también porque 
el elemento temporal influye de forma decisiva en la solución de la controversia” (STS 
de 18 de julio de 1995, recurso 1573/1994). 

Una segunda peculiaridad es que las relaciones laborales subyacentes se asientan, como 
expone la STC 3/1983, de 25 de enero, sobre “una desigualdad originaria entre traba-
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jador y empresario que tiene su fundamento no sólo en la distinta condición económica 
de ambos sujetos, sino en su respectiva posición en la propia y especial relación jurídica 
que los vincula, que es de dependencia o subordinación de uno respecto del otro”. 
Circunstancia que justifica un tratamiento normativo laboral y procesal compensador o 
igualador, como expone brillantemente la precitada sentencia, a saber:

Esta es la situación que subyacer en la cuestión debatida, pues la disparidad norma-
tiva se asienta sobre una desigualdad originaria entre trabajador y empresario que 
tiene su fundamento no sólo en la distinta condición económica de ambos sujetos, 
sino en su respectiva posición en la propia y especial relación jurídica que los vincula, 
que es de dependencia o subordinación de uno respecto del otro, y que posee una 
tradición que es innecesario concretar, en todo el amplio conjunto de consecuen-
cias derivadas de dicha relación. Se trata, pues, de una desigualdad subjetiva a la 
que atiende el ordenamiento jurídico mediante un tratamiento diferenciado, y que 
no se quiebra por la contemplación aislada de supuestos excepcionales realmente 
existentes en que la elevada calificación del trabajador, su remuneración o su rela-
tiva autonomía en la prestación del trabajo reduzcan o maticen las respectivas po-
siciones de las partes. El legislador, al regular las relaciones de trabajo, contempla 
necesariamente categorías y no individuos concretos y, constatando la desigualdad 
socio-económica del trabajador respecto al empresario, pretende reducirla mediante 
el adecuado establecimiento de medidas igualatorias.

De todo ello deriva el especifico carácter del Derecho laboral, en virtud del cual, 
mediante la transformación de reglas indeterminadas que aparecen indudablemente 
ligadas a los principios de libertad e igualdad de las partes sobre los que se basa el 
derecho de contratos, se constituye como un ordenamiento compensador e igua-
lador en orden a la corrección, al menos parcialmente, de las desigualdades fun-
damentales. Y en el tema que importa a la cuestión debatida debe destacarse que 
a esta finalidad sirven no sólo las normas sustantivas, sino también las procesales, 
porque superando tendencias que creían que el Derecho procesal era un conjunto 
de normas neutras y aisladas del Derecho sustantivo, resulta patente que ambos son 
realidades inescindibles, actuando aquél como un instrumento más, y de singular 
importancia, para el cumplimiento de los fines pretendidos por éste.

Las formas procesales aparecen así estrechamente conectadas con las pretensio-
nes materiales deducidas en juicio, de forma que en su consagración traducen una 
determinada manera de comprender las situaciones sustanciales contempladas y su 
finalidad se dirige a la satisfacción de los principios inspiradores del ordenamiento que 
las regula. La indicada desigualdad del trabajador se corrige, por tanto, también me-
diante normas procesales, cuyo contenido expresa diferencias jurídicas que impiden 
o reducen la desigualdad material y que no pueden recibir una valoración negativa, 
en la medida en que la desigualdad procesal establecida aparezca razonablemente 
ligada a tal finalidad y sea proporcionada a la desigualdad material existente.

Estas ideas encuentran expresa consagración en el artículo 9.2 de la CE cuando 
impone a los poderes públicos la obligación de <promover las condiciones para que 
la libertad y la igualdad del individuo y de los grupos en que se integran sean reales 
y efectivas>, pues con esta disposición se está superando el más limitado ámbito 
de actuación de una igualdad meramente formal y propugnando un significado del 
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principio de igualdad acorde con la definición del artículo 1 , que constituye a España 
como un Estado democrático y social de derecho. por lo que, en definitiva, se ajusta 
a la Constitución la finalidad tuitiva o compensadora del Derecho laboral en garantía 
de la promoción de una igualdad real, que en el ámbito de las relaciones laborales 
exige un mínimo de desigualdad formal en beneficio del trabajador.

La caracterización de la posición del trabajador como parte débil también ha sido aposti-
llada por el Tribunal de Justicia de la Unión Europea (TJUE, en adelante), como ha recor-
dado la reciente sentencia de dicho Tribunal de 19 de diciembre de 2024, C-531/2023.

Las dos particularidades expuestas conducen a una sencilla deducción: cuanto mayor es 
la demora en la resolución de los asuntos, más se dilata la solución a los conflictos donde 
están presentes las necesidades vitales de trabajadores y beneficiarios de Seguridad Social 
y más se perpetua la desigualdad socio económica latente en las relaciones laborales.

Por esta razón, el principio de celeridad se erige como uno de los cimientos del proceso 
social, cuya plasmación normativa se consagra en el art. 74 de la Ley 36/2011, de 10 de 
octubre, reguladora de la jurisdicción social (LRJS, en adelante).

Una buena parte de la regulación del proceso social está inspirada en tal principio [como pla-
zos procesales breves, proceso de única instancia (solo cable recurso de suplicación frente 
a resoluciones y motivos determinados), carácter restrictivo de las causas de suspensión 
del juicio o la urgencia y preferencia de determinados procedimientos (arts. 126.4 y 179.1 
LRJS)]; sin embargo, su eficacia se desdibuja proporcionalmente al retraso del sistema.

Pero los males no acaban aquí, sino que se superponen otros daños y afectados por el 
retardo, entre los que podemos destacar los siguientes: riesgo de insolvencia o desapari-
ción de empresas; carencia sobrevenida de pleitos cuya tutela se frustró por la inoperancia 
judicial (famoso es el caso recogido por la prensa del profesor de Almería que acudió a 
los juzgados para jubilarse a los 60 y le fijaron el juicio cuando cumpliría 64 años); mayor 
dificultad para conciliar juicios cuyo horizonte aparece lejano; la complicación en el ejer-
cicio de la abogacía de los egresados universitarios, cuyas fuentes de ingresos corren 
paralelas a la celebración de los juicios; el debilitamiento de la confianza en la justicia; 
disminución del efecto disuasorio de la justicia para prevenir abusos e incumplimientos 
normativos; riesgo de “realización arbitraria del propio derecho”; o la renuncia de los 
ciudadanos a la vía judicial para defender sus derechos.

Con relación a esto último, resulta indicativo el sondeo “La imagen de la Justicia entre 
usuarios de sus servicios”, realizado por Metroscopia, y que se dio a conocer en febrero 
de 2023 por el Consejo General del Poder Judicial. Según esta encuesta, pese a que el 
80 % de los usuarios de la Justicia está muy de acuerdo (39 %) o bastante de acuerdo 
(41 %) con la afirmación de que los jueces están bien preparados y son competentes, el 
79 % está muy de acuerdo (50 %) o bastante de acuerdo (29 %) con que la Justicia es 
tan lenta que, siempre que se pueda, es mejor evitar acudir a ella.

III. CARÁCTER MULTIFACTORIAL DEL PROBLEMA

Las razones que explican el actual colapso de la justicia son variadas. Afinar en su iden-
tificación es fundamental para acertar en el tratamiento dispensable. 
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Recientemente han surgido acontecimientos coyunturales que han agravado la situación, 
como la pandemia de la COVID 19 y las huelgas de los letrados y letradas de la admi-
nistración de justicia y personal funcionarial en 2023.

Sin embargo, la concurrencia de factores estructurales es indudable. Algunos de es-
tos son de vieja data como la elevada judicialización de los conflictos en la sociedad 
española (de ahí que una buena parte de los operadores jurídicos apuesten por los 
medios alternativos de solución de conflictos -MASC-, entre los que podría tener cierto 
recorrido la mediación intrajudicial); una tradicional falta de conciencia social y política 
sobre la importancia del servicio público de justicia [resulta curioso el dato del preci-
tado sondeo de que el 75 % está muy de acuerdo (45 %) o bastante de acuerdo (30 
%) con la afirmación de que todos los gobiernos, sean de la ideología que sean, están 
más interesados en controlar la Justicia que en proporcionarle los recursos que nece-
sita para funcionar de forma rápida y eficaz]; o la insuficiente plantilla judicial, como 
posteriormente veremos.

Otras variables son de lustros más recientes como la creciente complejidad de los asun-
tos, acorde con la actual sociedad cada vez más especializada y que maneja una in-
gente cantidad de información, y que impide dar una solución expeditiva al caso; o la 
protección multinivel, lo que ha supuesto que los asuntos ya no terminan en el TS, sino 
en instancias superiores (especialmente TJUE y TEDH) que deciden las cuestiones con 
pronunciamientos abiertos (como ocurre con las sentencia del TJUE) que han de ser 
reinterpretados por los tribunales nacionales, lo que genera un círculo vicioso de pleitos 
de ida y vuelta (de la que es ilustrativa la problemática de los indefinidos no fijos), que 
podría atajarse, en parte, con prontas respuestas normativas, acordes con la normativa 
internacional y que dotaran de seguridad jurídica a los operadores. 

IV. LAS RECIENTES MEDIDAS DEL LEGISLADOR  

(REAL DECRETO-LEY 6/2023 Y LEY ORGÁNICA 1/2025): 

¿ASUNTO RESUELTO?

1. Plan justicia 2030

En los dos últimos años el legislador ha adoptado diversas medidas al objeto de afrontar 
el problema, en concreto mediante el Real Decreto-ley 6/2023, de 19 de diciembre, por el 
que se aprueban medidas urgentes para la ejecución del Plan de Recuperación, Transfor-
mación y Resiliencia en materia de servicio público de justicia, función pública, régimen 
local y mecenazgo, y la novedosa Ley Orgánica 1/2025, de 2 de enero, de medidas en 
materia de eficiencia del Servicio Público de Justicia.

Estas normas se enmarcan en el Plan Justicia 2030 que busca como objetivo general 
transformar el servicio público de justicia para hacerlo más accesible a la ciudadanía, 
más eficiente (eficiencia organizativa, procesal y digital) y contribuir a la sostenibilidad y 
cohesión. 

Veamos las medidas más relevantes introducidas por tales textos normativos.
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2. Real Decreto-ley 6/2023

Esta disposición centró la eficiencia procesal en las instituciones de la acumulación de 
acciones, el pleito testigo y extensión de efectos, procedimiento monitorio y costas pro-
cesales. Procedamos a su examen.

i. Acumulación de acciones y procesos

Este Real Decreto amplió los supuestos de acumulación de acciones y procesos y restrin-
gió las posibilidades de denegarla y de desacumular. Esto conlleva ciertas ventajas para 
las partes (evitar sentencias contradictorias y el peregrinaje de juzgados), pero, desde la 
perspectiva de la agilización procesal, no acarreará una disminución de la litigiosidad ni 
aumento de la capacidad resolutoria, sino una reducción formal de los procedimientos, 
lo cuales, no obstante, serán más complejos y requerirán más tiempo de juicio y de ela-
boración de las sentencias.

ii. Procedimiento monitorio

La reforma introdujo importantes alicientes para potenciar el uso del procedimiento mo-
nitorio, a saber: aumento de la cuantía de los 6.000 a los 15.000 €; exención de la conci-
liación previa; pago directo al acreedor; inexigencia de volver a presentar nueva demanda 
en caso de oposición del deudor o cuando este no fuere hallado; y posibilidad de resolver 
sin vista en caso de oposición cuando ninguna de las partes la haya pedido. Con todo 
ello revive un procedimiento que puede ser eficaz para atajar las grandes demoras en 
los señalamientos. 

iii. Pleito testigo y extensión de efectos

En tercer lugar, se incorporaron dos instrumentos novedosos, esto es, el pleito testigo 
y la extensión de efectos. Sus características propias (identidad de objeto y que no sea 
posible la acumulación, en el caso del pleito testigo; e identidad de situación jurídica, en 
el supuesto de la extensión de efectos) les hacen especialmente útiles para abordar la 
litigación en masa, lo que no constituye el grueso de la jurisdicción social, de ahí que su 
aplicación práctica está siendo muy limitada. No obstante, la extensión de efectos, supe-
rado el requisito de identidad de situación jurídica, sí constituye un buen instrumento para 
evitar el peregrinaje judicial; su gran problema es el desconocimiento de las sentencias 
de instancia al no publicarse generalmente en las bases de datos.

iv. Costas procesales

Finalmente, el Real Decreto Ley 6/2023 modificó el art. 97.1 LRJS en materia de costas 
procesales e introdujo un nuevo supuesto en que era posible condenar al empresario 
al abono de los honorarios de los abogados y graduados sociales de la parte contraria, 
a saber, cuando la sentencia condenatoria coincidiera esencialmente con la pretensión 
contenida en la papeleta de conciliación o en la solicitud de mediación, aun cuando la 
parte condenada hubiera comparecido al acto de conciliación. No obstante, el límite de 
600 euros que prevé el mismo precepto diluye en gran medida su eficacia disuasoria.

Algunos sectores han sugerido la generalización de las costas procesales por vencimiento, 
a similitud de la reforma en esta materia en la jurisdicción contencioso administrativo y 
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que redujo sustancialmente la litigiosidad. Sin embargo, aunque tal medida sería eficaz 
para reducir la litigiosidad, plantea problemas en la jurisdicción social, pues la exención 
de costas en la instancia surgió como un mecanismo corrector de la precitada desigual-
dad material de la que parten trabajador y empresario.

Sin llegarse al extremo de la extensión de las costas procesales, quizás sería recomen-
dable una regulación más detalladas de los criterios determinantes de una mala fe o te-
meridad, engarzando con ello con el concepto de abuso de servicio público a que alude 
la exposición de motivos de la Ley Orgánica 1/2025.

3. Ley Orgánica 1/2025

Esta Ley complementó las anteriores medidas con las siguientes: creación de los tri-
bunales de instancia, ampliación de las sentencias orales, separación de los actos de 
conciliación y juicio y anticipación de la presentación de la prueba documental y pericial 
y de la petición de las diligencias preparatorias.

Pasamos a su análisis.

i. Tribunales de instancia

La medida estrella son la creación de los tribunales de instancia. Con ello se pasa de los 
más de 3.800 juzgados unipersonales existentes a 431 Tribunales de Instancia.

El legislador busca facilitar el reparto de trabajo, lograr una mayor especialización y fa-
vorecer la unificación de criterios.

Desde la perspectiva del impacto en la reducción de la pendencia judicial, el reparto de 
trabajo entre los jueces y juezas, además de las dificultades técnicas para su articulación, 
poco servirá en una plantilla judicial que se encuentra de manera generaliza sobresaturada. 
Realmente, la creación de tales tribunales no es una medida que per se vaya a conllevar la 
disminución de la pendencia. Su gran virtualidad es que permitirá incrementar la dotación 
judicial sin necesidad de crear nuevos juzgados, lo cual ha de ser valorado positivamente. 
En este sentido, el Informe sobre la Eficiencia de la Justicia de 2024 de la Comisión Eu-
ropea para la Eficiencia de la Justicia (CEPEJ) del Consejo de Europa efectuó un análisis 
comparativo de los datos de 2022 de 44 estados miembros del Consejo de Europa, así 
como de Israel y Marruecos, estados observadores del CEPEJ, y concluyó que el gasto 
de España en el sistema judicial (96,8 € por habitante, un 0,34% del PIB) se encuentra por 
encima de la media europea. Lo mismo ocurre en relación al número de tribunales, ya que 
nuestro país es unos de los estados con mayor número por cada 100.000 habitantes. Tales 
datos contrastan con el número de jueces por cada 100.000 habitantes, que en España 
es de 11,92, notablemente inferior a la media de la UE, que es de 17,43, a la par que es 
uno de los países con mayor número de abogados de la UE por cada 100.000 habitantes.

Por ello, la instauración de los tribunales de instancias es una herramienta que permitirá 
dotar nuevas plazas judiciales sin necesidad de crear costosos nuevos juzgados. En 
definitiva, los nuevos tribunales de instancia ayudarán a reducir la pendencia en la me-
dida en que vayan acompañados de la creación de plazas judiciales, como de manera 
unánime han reclamado todos los operadores jurídicos. 
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ii. Sentencias orales

Se impulsa el dictado de las sentencias orales (art. 50 LRJS). Antes de la reforma, cuando 
no cabía recurso de suplicación (por razón de la cuantía o materia) o se trataba de un alla-
namiento total, la sentencia oral que se dictaba en juicio había que redactarla por escrito 
si lo pedían las partes. Ahora, con independencia de si cabe o no recurso, la sentencia 
dictada oralmente no requiere la ulterior redacción escrita de los fundamentos jurídicos, 
bastando una “mera referencia a la motivación pronunciada de viva voz, dándose por 
reproducida”.

No es de esperar que esta medida tenga mucho recorrido. De un lado, porque la actual 
complejidad de los asuntos hace difícil acudir a este recurso con frecuencia. De otro 
lado, porque sigue siendo necesaria la tarea laboriosa de redacción de los hechos pro-
bados. Todo ello al margen de que, además, pueda dificultar a los operadores jurídicos 
la articulación de los recursos, así como la labor de las salas de los TSJ para resolverlos.

iii. Separación de los actos de conciliación y juicio 

Una de las grandes novedades introducidas por la Ley Orgánica 1/2025 es el presupuesto 
de procedibilidad en las materias civiles y mercantiles de acudir previamente a algún me-
dio adecuado de solución de controversias. La Ley excluye de tal requisito los asuntos 
sociales, pues ya está interiorizada en la jurisdicción social la conciliación antes de poner 
la demanda y, posteriormente, el día de celebración del juicio. Y ello sin perjuicio de que 
la disposición adicional cuarta, relativa a las “acciones para aumentar la visibilidad de los 
mecanismos alternativos de resolución de conflictos”, establezca que “la Administración 
General del Estado y las comunidades autónomas promoverán acciones para aumentar 
la visibilidad de los mecanismos alternativos de resolución de conflictos, así como la 
negociación entre las partes, y potenciarán el uso de estos mecanismos frente a la vía 
exclusivamente judicial”.

Lo que sí hace la Ley Orgánica 1/2025 es retocar la conciliación intraprocesal. 

El nuevo art. 82 LRJS permite que el señalamiento del acto de conciliación se realice en 
convocatoria separada y anticipada a la fecha del juicio (a partir de los diez días desde la 
admisión de la demanda, y en todo caso con una antelación mínima de treinta días a la 
celebración del acto del juicio), bien a instancia de cualquiera de las partes, si estimaran 
razonadamente que existe la posibilidad de llegar a un acuerdo conciliatorio, bien de 
oficio por el letrado o la letrada de la Administración de Justicia si entendiera que, por 
la naturaleza y circunstancias del litigio o por la solución dada judicialmente en casos 
análogos, pudiera ser factible que las partes alcanzaran un acuerdo.

Habrá que ver la efectividad de esta medida, pero en principio parece dudosa sin la 
presión de la proximidad del juicio, máxime cuando ya ha habido un previo intento de 
conciliación administrativa.

Tal efectividad queda aún más cuestionada si tenemos presente que parte de los procedi-
mientos no admiten conciliación [bien por razón de la materia (como la Seguridad Social), 
bien por ser indisponibles (impugnación de laudos arbitrales o impugnación de convenios 
colectivos), bien por aplicación del nuevo art. 82.2 LRJS (En el caso de que la represen-
tación corresponda al abogado del Estado, al letrado o letrada de la Administración de 
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la Seguridad Social, a los representantes procesales de las Comunidades Autónomas o 
de la Administración Local o al letrado o la letrada de las Cortes Generales, la resolución 
de admisión a trámite señalará el día y la hora en que deba tener lugar el acto del juicio)].

Además, surge la duda de si las conciliaciones anticipadas operan en los juicios que por 
Ley deban celebrarse en un plazo inferior a 30 días. En efecto, conforme al nuevo art. 82 
LRJS, el acto de conciliación anticipada se celebrará a partir de los diez días desde la 
admisión de la demanda, y en todo caso con una antelación mínima de treinta días a la 
celebración del acto del juicio, salvo los supuestos fijados en la LRJS. En este sentido, 
resulta que en los procedimientos urgentes (movilidad geográfica, modificación sustancial 
de las condiciones de trabajo, suspensión causas ETOP, trabajo a distancia, derechos de 
conciliación, impugnaciones de alta médica, conflicto colectivo, impugnación de convenio 
y tutela de derechos fundamentales) debe señalarse el juicio en un plazo máximo de 5 
días. Una interpretación lógica y sistemática excluiría a tales procedimientos urgentes 
de la conciliación anticipada, pues los plazos máximos de señalamiento (al margen de 
que en realidad se puedan cumplir) no han sido modificados.

En todo caso, de resultar exitosa esta nueva medida, puede mejorar la programación de 
la agenda en cuanto a las horas de señalamiento y duración de juicios. Sin embargo, no 
aumentaría la capacidad resolutoria de los juzgados, pues los señalamientos de los días 
de juicio se realizan bajo una estimación de que parte de ellos se van a conciliar. Dicho 
de otra manera, aprovechar los huecos de la agenda dejados por los asuntos conciliados 
con otros abocaría a una carga de trabajo inasumible.

iv. Anticipación de la prueba documental y pericial y de la petición  
de las diligencias preparatorias 

Se incorporan dos previsiones que resultan acertadas. De un lado, El art. 90.3 LRJS 
adelanta el momento en que deben solicitarse las diligencias de preparación de prueba 
(citaciones o requerimientos), pasándose de 5 a 10 días, lo que redundará en un menor 
número de juicios suspendidos. Se deja a salvo, no obstante, como ocurría antes, cuando 
el señalamiento se deba efectuar con antelación menor, en cuyo caso el plazo será de 
tres días.

Igual beneficio se obtendrá con el art. 82.5 LRJS, que termina con la aportación de la 
prueba documental y pericial en el acto del juicio, exigiéndose ahora el previo traslado 
entre las partes o la aportación anticipada con diez días de antelación al acto de juicio de 
la prueba documental o pericial de que intenten valerse, lo que, además de otras virtu-
des, evitará las suspensiones de juicios que se acordaban, previa petición de parte, para 
examinar la prueba documental o pericial (voluminosa y compleja) cuando no se pedía o 
acordaba de oficio su presentación anticipada con 5 días de antelación (art. 82.4 LRJS).

Sin embargo, hubiera sido deseable que, dado este paso, se hubiera introducido una 
contestación escrita, avance que facilitaría, además de una mayor igualdad de armas 
entre las partes (ahora la parte actora juega con la desventaja de que ha “desvelado” 
completamente sus cartas en la demanda y prueba anticipada, mientras que la parte 
demandada aún no ha contestado la demanda, de manera que la contraparte desconoce 
los hechos que se le alegarán en juicio), una mejor estimación de la duración de los juicios 
y consiguiente programación de las agendas. Medida, por cierto, que figuraba en el plan 
elaborado por el CGPJ como consecuencia de la Covid-19 en el documento denominado 
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“Medidas Organizativas y procesales para el plan de choque en la administración de 
justicia tras el estado de alarma” de mayo de 2022.

4. ¿Caso cerrado? Las medidas olvidadas:  

incremento de la plantilla judicial 

Las soluciones al colapso judicial pasan por dos simples vías: reducir la litigiosidad o au-
mentar la capacidad resolutoria de los juzgados. El camino intermedio de incrementar la 
carga de trabajo de los jueces y juezas es una senda desafortunada por la sencilla razón 
de aquélla se encuentra sobresaturada (el informe de evaluación de riesgos psicosociales 
de Quirón Prevención de 2018 señala que un 84% de juezas/jueces y magistradas/os 
se encuentran en la zona de riesgo muy elevado en relación al factor carga de trabajo).

Algunas de las medidas ideadas por el legislador siguen ese trayecto. Ejemplo de ello 
es la reforma de la acumulación de acciones y procesos, que además de acrecentar la 
complejidad de los casos, permite rellenar el hueco del asunto acumulado por uno nuevo, 
lo que agranda la sobrecarga de trabajo que pende en los tribunales. Mismo efecto indi-
recto puede conllevar la separación de los actos de conciliación y juicio, donde los pleitos 
conciliados dejarán su vacío a asuntos donde no habrá avenencia, lo que provocará un 
aumento en la celebración de juicios.

Estos atajos pondrán a los juzgadores ante la tesitura de disminuir el número de seña-
lamientos o bajar el tiempo dedicado a cada asunto. Sin embargo, lo mismo que “nada 
se parece tanto a la injusticia como la justicia tardía” (frase atribuida a Séneca), tampoco 
debe conseguirse este ideal a costa del estudio, reflexión y motivación que merece cada 
asunto, pues en tal caso, tampoco se estaría haciendo justicia. No debe confundirse la 
celeridad con el apresuramiento. En juego está la arbitrariedad y los errores de las re-
soluciones judiciales. Por ello, tampoco parece que el dictado de sentencias orales se 
acomode a la prudencia que debe acompañar la función jurisdiccional.

Tanto el TC (STC 158/1989 de 05 de octubre) como el TS (STS de 19 de junio de 1993, 
recurso 380/1992) nos han recordado, con ocasión de la denegación injustificada de 
medios de prueba, que la economía procesal, la mayor celeridad o eficacia de la Adminis-
tración de Justicia no pueden servir de excusa para sacrificar intereses de mayor rango, 
como ocurre con el derecho a la tutela judicial efectiva y demás derechos del art. 24 CE.

Otras de las soluciones proyectadas por el legislador y que han sido expuestas (procedi-
miento monitorio, costas procesales, pleito testigo y extensión de efectos y anticipación 
de la prueba) pueden aligerar entrada y salida de asuntos, pero su eficacia es limitada 
para resolver el colapso judicial. Lo mismo cabe predicar de los tribunales de instancia 
como ya se ha razonado. Todas estas medidas serán insuficientes si no vienen acompa-
ñadas de un correlativo incremento de la plantilla judicial, que es donde se encuentra el 
cuello de botella de la capacidad resolutoria de los juzgados. 

El Plan Estratégico del decenio que comprende los años 2024 a 2033 elaborado por la 
Vicesecretaría General de este Consejo General del Poder Judicial, sobre recursos hu-
manos de la Carrera Judicial y las necesidades del incremento de su plantilla, señala que 
habría de convocarse un mínimo de 350 plazas judiciales anuales para cubrir la tasa de 
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reposición de los miembros de la Carrera Judicial que se vayan jubilando, sin que con 
ello se diera fin a la sobrecarga de trabajo que pesa sobre los órganos judiciales. En este 
sentido, apunta el informe, no puede obviarse el déficit estructural de la planta de los 
juzgados y tribunales y que ha quedado reflejado en el informe del Servicio de Inspección 
1211/2024, que asciende a la cifra de 421 unidades judiciales a fecha 19 de junio de 2024. 

V. MIENTRAS TANTO, ¿QUÉ PUEDE HACER EL JUSTICIABLE?: 

RESPUESTAS JUDICIALES Y RECURSOS NORMATIVOS

En tanto no se resuelve el problema de las dilaciones judiciales los justiciables pueden 
plantearse qué opciones tienen para obtener o reclamar un juicio en un tiempo razonable. 
Ciertamente no hay muchas alternativas, aunque sí existen algunos recursos para determi-
nadas circunstancias. Entre ellas pueden destacarse las siguientes: alegar la vulneración 
del derecho fundamental a un proceso por dilaciones indebidas ante el TC o TEDH; solicitar 
medidas cautelares; interesar el adelantamiento del juicio por poder producirse graves 
perjuicios; invocar la vulneración de derechos fundamentales para obtener una tramitación 
preferente; utilizar el procedimiento monitorio; o pedir la extensión de efectos. Veámoslas. 

1. Derecho a un proceso sin dilaciones indebidas

a. Criterios de valoración

El derecho a un proceso din dilaciones indebidas se reconoce en el art. 24.2 CE, art. 6.1 
del Convenio Europeo para la Protección de los Derechos Humanos y de las Libertades 
Fundamentales (CEDH, en adelante), adoptado por el Consejo de Europa el 4 de noviem-
bre de 1950 (“toda persona tiene derecho a que su causa sea oída equitativa, pública-
mente y dentro de un plazo razonable”), y en la Carta de los Derechos Fundamentales de 
la Unión Europea de 7 de diciembre de 2000, en su versión adaptada tras la entrada en 
vigor del Tratado de Lisboa de 13 de diciembre de 2007, en su art. 47 (que lo reconoce en 
términos idénticos a los del art. 6.1 CEDH). También ha sido recientemente positivizado 
en el art. 3 de la Ley Orgánica 5/2024, de 11 de noviembre, del Derecho de Defensa.

Todas ellas “son normas jurídicas que contienen un derecho y una obligación cuyo ob-
jetivo es impedir que se haga realidad en el ámbito judicial la conocida frase que «nada 
se parece tanto a la injusticia como la justicia tardía»” (STC 125/2022, de 10 de octubre).

Las soluciones dadas por el TC (afectado paradójicamente del mismo mal de la justicia 
tardía, dicho sea de paso) en los últimos años han estado marcadas por la difícil búsqueda 
de una solución satisfactoria. Los hitos, como posteriormente veremos, se marcaron 
por tres resoluciones: STC 125/2022, de 10 de octubre; STC 31/2023, de 17 de abril; y 
STC 135/2024, de 04 de noviembre. Esta tríada se asienta en una doctrina común, que 
recoge a su vez la emanada del TEDH y que se puede resumir en los siguientes pilares:

a.1.	 El derecho un proceso sin dilaciones indebidas descansa en un concepto jurídico 
indeterminado (“dilaciones indebidas”) que, por su imprecisión, exige examinar 
cada supuesto a la luz de aquellos criterios que permitan verificar si ha existido 
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efectiva dilación y, en su caso, si ésta puede considerarse justificada, por cuanto 
no toda infracción de los plazos procesales o toda excesiva duración temporal de 
las actuaciones judiciales supone una vulneración del derecho fundamental.

a.2.	 En línea con la jurisprudencia del Tribunal Europeo de Derechos Humanos (STEDH 
de 20 de diciembre de 2016, caso Ruiz-Villar c. España), el juicio sobre el contenido 
concreto de las dilaciones, y sobre si son o no indebidas, debe ser el resultado de la 
aplicación a las circunstancias específicas de cada caso de los siguientes criterios: 

i. La complejidad del litigio

El TC ha considerado que carecen de complejidad (a efectos de justificar unos plazos de 
resolución extraordinariamente superiores a los legalmente marcados) la impugnación 
de una orden administrativa de expulsión de territorio nacional (SSTC 103/2016, de 16 
de junio; 89/2016, de 9 de mayo; 77/2016, de 25 de abril; y 76/2016, de 25 de abril); la 
impugnación de una denegación administrativa de asilo (STC 142/20l0, de 21 de diciem-
bre); la reversión de una expropiación de vivienda (STC 20/1999, de 22 de febrero); la 
resolución de una contrato de compraventa (STC 7/1995, de 10 de enero); la impugna-
ción de una decisión administrativa de cese en determinado cargo de un funcionario del 
cuerpo general administrativo de la Administración del Estado (STC 129/2016, de 18 de 
julio); o una demanda por despido (STC 125/1999, de 28 de junio).

ii. Los márgenes ordinarios de duración de los litigios del mismo tipo

El TC ha apreciado la existencia de dilaciones indebidas vulneradoras del derecho fun-
damental en supuestos en que entre la fecha de interposición de la demanda ante la 
jurisdicción ordinaria y la fecha del señalamiento para vista habían mediado los siguientes 
plazos: dos años y seis meses (STC 54/2014, de 10 de abril); dos años y tres meses (STC 
99/2014, de 23 de junio); un año y once meses (STC 129/2016, de 18 de julio); un año 
y seis meses (STC l 42/2010, de 21 de diciembre); y un año y tres meses (STC 89/2016 
de 9 de mayo).

iii. El interés que arriesga el demandante de amparo

No obstante, el sumo intérprete de la Constitución ha advertido que el hecho de que el 
interés que arriesga el demandante en el litigio no resulte significativamente relevante 
no es óbice, valorando otros criterios, para apreciar la citada vulneración, y a tal efecto 
se apoya en la doctrina del TEDH, que ha apreciado la existencia de vulneración del de-
recho a un plazo razonable en un caso en que lo debatido era el pago de los gastos de 
reparación de un muro medianero.

iv. La conducta procesal del demandante de amparo

v. La conducta de las autoridades

Sobre este particular, el TC ha aclarado, con apoyo en el criterio seguido por el TEDH, que 
el hecho de que la demora denunciada se deba a motivos estructurales, no imputables 
directamente al órgano judicial, no impide apreciar la vulneración del derecho del recu-
rrente a un proceso sin dilaciones indebidas, pues esta situación no altera su naturaleza 
injustificada, en tanto que el ciudadano es ajeno a esas circunstancias. Esta motivación 
la desarrolla con énfasis la STC 142/2010, de 21 de diciembre:
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Por más que los retrasos experimentados en el procedimiento hubiesen sido con-
secuencia de deficiencias estructurales u organizativas de los órganos judiciales o 
del abrumador trabajo que sobre ellos pesa, esta hipotética situación orgánica, si 
bien pudiera excluir de responsabilidad a las personas intervinientes en el proce-
dimiento, de ningún modo altera el carácter injustificado del retraso. Y es que el 
elevado número de asuntos de que conozca el órgano jurisdiccional ante el que se 
tramitaba el pleito no legitima el retraso en resolver, ni todo ello limita el derecho 
fundamental de los ciudadanos para reaccionar frente a tal retraso, puesto que no 
es posible restringir el alcance y contenido de ese derecho (dado el lugar que la 
recta y eficaz Administración de Justicia ocupa en una sociedad democrática) en 
función de circunstancias ajenas a los afectados por las dilaciones. Por el contrario 
es exigible que Jueces y Tribunales cumplan su función jurisdiccional, garantizando 
la libertad, la justicia y la seguridad, con la rapidez que permita la duración normal 
de los procesos, lo que lleva implícita la necesidad de que el Estado provea la do-
tación a los órganos judiciales de los medios personales y materiales precisos para 
el correcto desarrollo de las funciones que el ordenamiento les encomienda.

b. La ingeniería del TC

i. STC 125/2022: adelantamiento del juicio

Esta sentencia, ponderando los criterios expuestos, apreció una vulneración del derecho 
fundamental a un proceso sin dilaciones indebidas, pues: el litigio carecía de especial 
complejidad ya que se demandaba una indemnización por la negativa de la Universi-
dad a formalizar un contrato postdoctoral; la reclamación de cantidad podría tener un 
significativo impacto en la vida laboral del recurrente, quien podía quedar en situación 
de desempleo y sin ingresos económicos; el lapso temporal entre la presentación de la 
demanda y el señalamiento del juicio (tres años y cinco meses en el primero de los se-
ñalamientos, y casi dos años en el señalamiento “anticipado” que posteriormente hizo 
el juzgado) superaba los tiempos medios de resolución de asuntos equivalentes en los 
juzgados de lo social de España (que en el año 2021 se situaba en 14,5 meses, según 
estadística del Consejo General del Poder Judicial); y la conducta procesal del deman-
dante era irreprochable.

Apreciada la vulneración, el TC declaró la nulidad del decreto en el que se fijaba la fecha 
de fijación del juicio y de las dos resoluciones que desestimaron los recursos de reposi-
ción y revisión formulados contra el mismo; y ordenó que por el Juzgado de lo Social que 
conoció del caso se procediera a “efectuar un nuevo señalamiento que resulte respetuoso 
con el derecho fundamental lesionado”.

ii. STC 125/2022: vuelta atrás

Esta sentencia rectificó el remedio de la resolución anterior. Coincidió con esta en apreciar 
una infracción del mismo derecho fundamental en aplicación de los precitados criterios 
a las circunstancias fácticas del caso enjuiciado: demora de dos años, que excedía de 
los ya referidos 14,5 meses de media en el año 2021; la reclamación de la demandante 
(obtener una resolución judicial que determinara el carácter fijo de su relación laboral con 
la parte demandada) podía tener un impacto muy significativo en la vida de la recurrente 
en amparo, máxime cuando había sido convocada a concurso la plaza que ocupaba y 
había sido denegada la medida cautelar solicitada en prevención de la pérdida de la po-
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sible plaza; y la conducta de la peticionaria no había propiciado la demora denunciada 
ni había mostrado falta de diligencia en su invocación temprana ante el órgano judicial 
para propiciar su restablecimiento.

Sin embargo, como ya se ha anticipado, el exegeta constitucional rectificó los efectos 
de la concesión del amparo de la sentencia anterior y consideró que el otorgamiento 
del auxilio constitucional no debía incluir “la nulidad de las resoluciones impugnadas 
ni medida alguna relacionada con la anticipación del señalamiento para la vista”, con 
el argumento de que “dado el carácter estructural de los referidos retrasos, ello podría 
agravar la posición de terceros recurrentes”.

Esta reflexión del TC fue razonable. Además de la explicación referida, adelantar los juicios 
de los recurrentes en amparo era desconocer la realidad de unas agendas de señala-
mientos colapsadas. Sin embargo, el nuevo pronunciamiento tenía como punto criticable 
que el otorgamiento de amparo en estos casos poseía efectos meramente declarativos.

iii. STC 135/2024: indemnización por anormal funcionamiento de la justicia

Nuevamente esta sentencia apreció una contravención del derecho fundamental que 
estamos analizando: demora de más de tres años entre la demanda y el señalamiento 
del juicio, cuando los tiempos medios de resolución de asuntos equivalentes por los juz-
gados de lo social de toda España en el año en que fue interpuesta la demanda (2023) 
era de once meses; el interés que arriesga la demandante de amparo en el pleito era 
el de obtener una resolución judicial que anule la denegación de la prestación de renta 
activa de inserción que, precisamente, está destinada a personas con especial dificultad 
de inserción en el mercado laboral, por lo que se trataba de una reclamación que podía 
tener un impacto muy significativo en la vida de la recurrente en amparo; y la conducta 
de esta no había coadyuvado a la demora denunciada ni mostrado con falta de diligencia 
en su invocación temprana ante el órgano judicial para propiciar su restablecimiento.

Esta sentencia confirmó que el otorgamiento del amparo no debe incluir la nulidad de las 
resoluciones impugnadas ni medida alguna relacionada con la anticipación del señala-
miento para la vista porque, como explicó la sentencia anterior, dado el carácter estruc-
tural de los referidos retrasos, ello podría agravar la posición de terceros no recurrentes.

Sin embargo, consciente del nulo efecto práctico del pronunciamiento, apuntó como 
remienda la reclamación de una indemnización por funcionamiento anormal de la ad-
ministración de justicia: “en casos como el presente, en el que la dilación se produce 
por causas estructurales, sin responsabilidad personal del titular del órgano judicial, los 
efectos limitados de las sentencias de este Tribunal para reparar la lesión del derecho 
fundamental a no padecer dilaciones indebidas, puede verse contrarrestada por la co-
rrespondiente indemnización por un funcionamiento anormal de la administración de 
justicia, acción que será pertinente y útil, incluso, sin necesidad de plantear un recurso 
de amparo que, en caso de estimación, tendrá efectos meramente declarativos”. Y, a 
tal efecto, recordó la STC 36/1984, de 14 de marzo, donde razonó que “no puede llevar 
a pensar que el derecho constitucionalmente garantizado es un derecho vacío y que 
su vulneración sólo puede ser remediada en términos puramente simbólicos, mediante 
una declaración sin contenido eficaz. El art. 121 de la Constitución impone al Estado la 
obligación de indemnizar los daños causados por error judicial o que sean consecuencia 
del funcionamiento anormal de la Administración de Justicia. Si la dilación indebida cons-
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tituye, de acuerdo con una doctrina casi unánime, el supuesto típico de funcionamiento 
anormal es forzoso concluir que, si bien el derecho a ser indemnizado puede resultar 
del mandato del art. 121 no es en sí mismo un derecho invocable en la vía del amparo 
constitucional, la lesión del derecho a un proceso sin dilaciones indebidas genera, por 
mandato de la Constitución, cuando no puede ser remediada de otro modo, un derecho 
a ser indemnizado por los daños que tal lesión produce. La Ley podrá regular el alcance 
de tal derecho y el procedimiento para hacerlo valer, pero su existencia misma nace de 
la Constitución y ha de ser declarada por nosotros”.

2. Medidas cautelares 

La solicitud de medidas cautelares se está convirtiendo en una de las herramientas para 
atajar los perjuicios que pueden irrogarse por el retardo en el señalamiento de los juicios. 
No obstante, no siempre es posible su adopción. Piénsese, por ejemplo, en los casos 
de prestaciones de Seguridad Social, pues la medida cautelar de suspensión de las 
denegaciones de reconocimientos de derechos supondría tanto como una estimación 
anticipada, aunque no definitiva, de la pretensión de fondo, sustituyendo la actuación 
de la Administración, que es la competente para conceder o denegar la petición (AATS 
17/11/88, 20/2/90, 1/10/90, 3/9/92 y 13/7/94, entre otros).

3. Adelantamiento del juicio por graves perjuicios 

En los casos donde no es posible la adopción de medidas cautelares, puede resultar una 
vía adecuada el art. 182.4.1º LEC, según el cual al cual los letrados de la administración de 
justicia deberán efectuar los señalamientos conforme al orden en que los procedimientos 
lleguen a estado en que deba celebrarse vista o juicio, salvo las excepciones legalmente 
establecidas o, por lo que aquí nos interesa, los casos en que el órgano jurisdiccional 
excepcionalmente establezca que deben tener preferencia. Esta previsión habilita para 
adelantar, de forma motivada y excepcional, aquellos juicios donde se alegue y acredite 
que pueden producirse importantes perjuicios por la demora en el señalamiento. Piénsese 
en el caso de un ingreso mínimo vital o una incapacidad permanente donde el beneficiario 
carezca de otros recursos para su subsistencia.

4. Alegación de derechos fundamentales 

Actualmente, según la LRJS, tienen el carácter de urgente y preferente los siguientes 
procedimientos: tutela de derechos fundamentales (179.1), que es preferente sobre todos 
los demás; despidos colectivos por causas económicas, organizativas, técnicas o de pro-
ducción o derivadas de fuerza mayor (art. 124.6), que es, a su vez, prioritario sobre todos 
salvo la tutela de derechos fundamentales; fijación de vacaciones (art. 126); impugnación 
de laudos arbitrales en materia electoral (132.1); impugnación de la resolución administra-
tiva que deniegue el registro y de la certificación de la representatividad sindical (135.1); 
movilidad geográfica, modificaciones sustanciales de condiciones de trabajo, suspensión 
del contrato y reducción de jornada por causas económicas, técnicas, organizativas o de 
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producción o derivadas de fuerza mayor (138.5); trabajo a distancia (138 bis); derechos de 
conciliación de la vida personal, familiar y laboral reconocidos legal o convencionalmente 
(139.1.b); impugnación de alta médica (140); conflicto colectivo (159); impugnación con-
venio colectivo (153.2); extinción por impago y retraso continuado en el pago de salarios 
(art. 103.5); y despido cuando el trabajador manifieste que la empresa no ha tramitado 
su baja por despido en la Tesorería General de la Seguridad Social (art. 103.4). Además, 
tras el Real Decreto-ley 6/2023, todos los procedimientos, tanto en fase declarativa como 
de ejecución, en los que alguna de las partes interesadas sea una persona con una edad 
de ochenta años o más, serán de tramitación preferente (art. 7 bis.3 LEC).

Entre estos procedimientos, como se ha indicado, tiene preferencia sobre los demás la 
tutela de derechos fundamentales. Esta preferencia también se aplicará a las acciones del 
art. 184 LRJS (demandas por despido y por las demás causas de extinción del contrato de 
trabajo, las de modificaciones sustanciales de condiciones de trabajo, las de suspensión 
del contrato y reducción de jornada por causas económicas, técnicas, organizativas o de 
producción o derivadas de fuerza mayor, las de disfrute de vacaciones, las de materia 
electoral, las de impugnación de estatutos de los sindicatos o de su modificación, las 
de movilidad geográfica, las de derechos de conciliación de la vida personal, familiar y 
laboral a las que se refiere el artículo 139, las de impugnación de convenios colectivos 
y las de sanciones impuestas por los empresarios a los trabajadores), las cuales, si bien 
han de tramitarse inexcusablemente por sus modalidades procesales respectivas, cuando 
se invoque vulneración derechos fundamentales, se permite acumular la indemnización 
y pronunciamientos propios de tutela (arts. 26.2 y 184 LRJS) y se aplicará las garantías 
del proceso de tutela, entre las que se encuentra su carácter urgente y preferente.

No obstante, lo que no procede es hacer un uso artificioso y fraudulento de la alegación 
de derechos fundamentales al objeto de conseguir un adelantamiento del juicio. En tales 
supuestos, deberá darse la correcta tramitación al procedimiento al amparo de los arts. 
102 (Se dará al procedimiento la tramitación que resulte conforme a la modalidad procesal 
expresada en la demanda. No obstante, si en cualquier momento desde la presentación 
de la demanda se advirtiere la inadecuación del procedimiento seguido, se procederá a 
dar al asunto la tramitación que corresponda a la naturaleza de las pretensiones ejerci-
tadas, sin vinculación necesaria a la modalidad elegida por las partes) y 75.1 LRJS (Los 
órganos judiciales rechazarán de oficio en resolución fundada las peticiones, incidentes 
y excepciones formuladas con finalidad dilatoria o que entrañen abuso de derecho. Asi-
mismo, corregirán los actos que, al amparo del texto de una norma, persigan un resultado 
contrario al previsto en la Constitución y en las leyes para el equilibrio procesal, la tutela 
judicial y la efectividad de las resoluciones).

5. Procedimiento monitorio

El uso del procedimiento monitorio, como se ha expuesto anteriormente, constituye una 
de las herramientas más eficaces para obtener una rápida resolución que, de otro modo, 
se extendería notablemente en el tiempo. No obstante, recordemos que su aplicación se 
ciñe a las reclamaciones de cantidades vencidas, exigibles y cuantía determinada que no 
exceda 15.000 €; y que se excluyen de su ámbito las reclamaciones de carácter colectivo 
y contra empresas en concurso o entidades gestoras o colaboradoras (art. 101 LRJS).
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6. Extensión efectos

Finalmente, la extensión de efectos de una sentencia firme a quienes no iniciado proce-
dimiento judicial (247 bis y ter LRJS) es otro recurso mediante el que se puede resolver 
ágilmente un conflicto. Se trata de un procedimiento, que además de aplicarse a todas las 
materias, es rápido y sencillo, compuesto por los siguientes trámites: solicitud; traslado 
al condenado por 15 días; si no se acepta total o parcialmente, traslado para alegaciones 
al actor por 5 días; y resolución por auto, el cual es recurrible cuando lo hubiera sido la 
sentencia. Eso, sí habrá de cumplirse el requisito de que concurra una identidad sustancial 
y que la solicitud se inste en el plazo de un año desde la última notificación a las partes. 

V. CONCLUSIONES

La demora en los señalamientos de los juicios ha abocado a buena parte de los órganos 
jurisdiccionales del orden social a una situación de colapso. 

Los afectados por este deficiente funcionamiento del servicio público de la justicia son 
múltiples y variados. Sin embargo, resulta especialmente preocupante desde la pers-
pectiva de la naturaleza de los asuntos que se ventilan en la jurisdicción social, lo que 
provoca que cuanto mayor es la demora en la resolución de aquellos, más se dilata la 
solución a los conflictos donde están presentes las necesidades vitales de trabajadores 
y beneficiarios de Seguridad Social y más se perpetua la desigualdad socio económica 
latente en las relaciones laborales.

En los últimos años el legislador ha adoptado diversas medidas con el fin de agilizar la 
justicia a través del Real Decreto-ley 6/2023 y la Ley Orgánica 1/2025. Algunas de ellas, 
como la acumulación de acciones y procesos, son de dudosa eficacia, pues más que 
aligerar la pendencia lo que hacen es aumentar una carga de trabajo que ya está sobre-
saturada. Otras medidas, como el procedimiento monitorio o la extensión de efectos, 
aunque no van a resolver el colapso judicial, se valoran positivamente en cuanto permi-
tirán en algunas circunstancias que el justiciable obtenga una pronta solución judicial. 
Finalmente, la creación de los tribunales de instancia es un buen implemento, pero solo 
ayudarán a reducir la pendencia en la medida en que vayan acompañados de la creación 
de plazas judiciales que es donde se encuentra el cuello de botella de la capacidad reso-
lutoria de los juzgados. La virtualidad de estos tribunales es que permitirá dotar nuevas 
plazas judiciales sin necesidad de crear costosos nuevos juzgados.

Las herramientas de las que dispone el justiciable para no sufrir las consecuencias del 
colapso judicial son limitadas. Entre ellas se encuentran solicitar medidas cautelares, 
pedir el adelantamiento del juicio por poder producirse graves perjuicios, la alegación de 
derechos fundamentales, el uso del procedimiento monitorio o la petición de extensión de 
efectos. Como último recurso, y situado en el plano del resarcimiento, podría solicitarse 
una indemnización por funcionamiento anormal de la administración de justicia. Lo que 
no podrá interesarse es el adelantamiento del juicio con base en una vulneración del 
derecho a un proceso sin dilaciones indebidas, según la última doctrina del TC.
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Legislación

ESTATAL

Orden PJC/178/2025, de 25 de febrero, por la que se desarrollan las normas legales de 
cotización a la Seguridad Social, desempleo, protección por cese de actividad, Fondo 
de Garantía Salarial y formación profesional para el ejercicio 2025. Ir a texto

Resolución de 21 de febrero de 2025, de la Dirección General de Transporte por Carretera 
y Ferrocarril, por la que se modifica la de 18 de marzo de 2022, por la que se establecen 
los controles mínimos sobre las jornadas de trabajo de los conductores en el transporte 
por carretera. Ir a texto

Resolución 4B0/38060/2025, de 19 de febrero, del Instituto Social de las Fuerzas Ar-
madas, por la que se publican los conciertos suscritos con entidades de seguro para la 
asistencia sanitaria de titulares y beneficiarios durante los años 2025 y 2026. Ir al texto

Acuerdo de 12 de febrero de 2025, del Pleno del Consejo General del Poder Judicial, por 
el que se modifica el Reglamento 1/2005, de 15 de septiembre, de los aspectos acce-
sorios de las actuaciones judiciales. Ir a texto

Real Decreto 100/2025, de 18 de febrero, por el que se desarrollan la regulación del 
Fondo de Reserva de la Seguridad Social y los informes de evaluación de la Autoridad 
Independiente de Responsabilidad Fiscal. Ir a texto

ESTATAL, Y AUTONÓMICA
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Resolución de 12 de febrero de 2025, del Congreso de los Diputados, por la que se or-
dena la publicación del Acuerdo de convalidación del Real Decreto-ley 1/2025, de 28 de 
enero, por el que se aprueban medidas urgentes en materia económica, de transporte, 
de Seguridad Social, y para hacer frente a situaciones de vulnerabilidad. Ir al texto

Resolución de 12 de febrero de 2025, de la Secretaría de Estado de Migraciones, por la 
que se publica el Acuerdo del Consejo de Ministros de 11 de febrero de 2025, por el que 
se aprueban las instrucciones por las que se determina el procedimiento para la prórroga 
y renovación de las autorizaciones de estancia de larga duración, residencia y/o trabajo 
para aquellas personas extranjeras que tuvieran el domicilio o su lugar de trabajo en al-
guno de los municipios afectados por la DANA entre el 28 de octubre y el 4 de noviembre 
de 2024, y por las que se establece el procedimiento para solicitar una autorización por 
circunstancias excepcionales sobrevenidas. Ir a texto

Real Decreto 85/2025, de 11 de febrero, por el que se regularizan los anexos II.2, V.2 y 
VI de la Ley 15/2003, de 26 de mayo, reguladora del régimen retributivo de las carreras 
judicial y fiscal. Ir a texto

Real Decreto 86/2025, de 11 de febrero, de evaluación y acreditación de las compe-
tencias básicas adquiridas por experiencia laboral, por vías no formales de formación y 
aprendizajes informales. Ir a texto

Real Decreto 87/2025, de 11 de febrero, por el que se fija el salario mínimo interprofe-
sional para 2025. Ir a texto

Acuerdo suscrito entre el Ministerio de Inclusión, Seguridad Social y Migraciones del 
Reino de España y la Organización Internacional para las Migraciones (OIM), para la 
realización de proyectos en las áreas temáticas de reasentamiento, retorno voluntario 
asistido y reintegración, movilidad laboral e inclusión social, hecho en Madrid el 16 y 19 
de diciembre de 2024. Ir a texto

Real Decreto-ley 1/2025, de 28 de enero, por el que se aprueban medidas urgentes en 
materia económica, de transporte, de Seguridad Social, y para hacer frente a situaciones 
de vulnerabilidad. Ir a texto

AUTONÓMICA

Andalucía

Decreto 48/2025, de 24 de febrero, por el que se aprueba el Catálogo de Prestaciones 
del Sistema Público de Servicios Sociales de Andalucía. Ir a texto

Decreto 25/2025, de 28 de enero, por el que se crea la Comisión Interdepartamental 
Andaluza de Ayuda Humanitaria ante una Emergencia Internacional. Ir a texto 

Aragón

ORDEN HAP/130/2025, de 27 de enero, por la que se modifica la Orden HAP/1226/2017, 
de 7 de agosto, por la que se regulan las obligaciones formales de los Notarios en el 
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ámbito de los impuestos sobre Transmisiones Patrimoniales y Actos Jurídicos Documen-
tados y sobre Sucesiones y Donaciones. Ir a texto

Ley 5/2024, de 19 de diciembre, de medidas de fomento de comunidades energéticas y 
autoconsumo industrial en Aragón. Ir a texto 

RESOLUCIÓN de 16 de enero de 2025, de la Dirección General de Justicia, por la que 
se conceden cuatro días de libre disposición al personal funcionario de los cuerpos na-
cionales de Justicia en compensación por la pérdida de la aplicación de la jornada de 
verano durante el año 2023. Ir a texto

Asturias

Decreto 11/2025, de 14 de febrero, por el que se crea y regula el Observatorio de agre-
siones a profesionales del Servicio de Salud del Principado de Asturias. Ir a texto

Resolución de 12 de febrero de 2025, de la Consejería de Ciencia, Empresas, Formación 
y Empleo, por la que se ordena la inscripción y publicación de la tabla salarial para el año 
2024 del Convenio colectivo de sector Grúas Móviles Autopropulsadas de Asturias, en 
el Registro de convenios colectivos, acuerdos colectivos de trabajo y planes de igualdad 
de la Dirección General de Empleo y Asuntos Laborales. Ir a texto

Resolución de 12 de febrero de 2025, de la Consejería de Ciencia, Empresas, Formación 
y Empleo, por la que se ordena la inscripción y publicación de la sentencia del Juzgado 
de lo Social número 1 de Avilés, sentencia número 66/2025, relativa al Convenio colec-
tivo de empresa Asturiana de Zinc, S. A. U., Fábrica de Zinc Electrolítico de San Juan de 
Nieva, en el Registro de convenios colectivos, acuerdos colectivos de trabajo y planes de 
igualdad dependiente de la Dirección General de Empleo y Asuntos Laborales. Ir a texto

Ley 8/2024, de 27 de diciembre, de Presupuestos Generales para 2025. Ir a texto

Ley 7/2024, de 20 de diciembre, de Proyectos de Interés Estratégico. Ir a texto

Decreto 2/2025, de 17 de enero, por el que se crea el Centro de Innovación y Formación 
de la Formación Profesional del Principado de Asturias. Ir a texto

Resolución de 15 de enero de 2025, de la Consejería de Ciencia, Empresas, Formación y 
Empleo, por la que se ordena la inscripción y publicación del convenio colectivo de sector 
Minoristas de Alimentación del Principado de Asturias para los años 2024-2026, en el 
Registro de convenios colectivos, acuerdos colectivos de trabajo y planes de igualdad 
dependiente de la Dirección General de Empleo y Asuntos Laborales. Ir a texto

Canarias

CORRECCIÓN de errores de la Ley 5/2024, de 26 de diciembre, de Presupuestos Gene-
rales de la Comunidad Autónoma de Canarias para 2025 (BOC n.º 260, de 30.12.2024). 
Ir a texto
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CORRECCIÓN de errores de la Orden de 14 de noviembre de 2024, por la que se de-
terminan las fiestas locales propias de cada municipio de la Comunidad Autónoma de 
Canarias para el año 2025 (BOC n.º 238, de 28.11.2024). Ir a texto

Cantabria 

Resolución disponiendo la inscripción en el Reguistro y publicación del Convenio Co-
lectivo de la empresa Ferroglobe Spain Metals, S.A. fábrica de Boo de Guarnizo, para el 
periodo 1 de enero de 2023 a 31 de diciembre de 2025. Ir a texto

Orden ISO/03/2025, de 18 de febrero, por la que se regula el acceso al servicio de Promo-
ción de la Autonomía Personal del sistema de Autonomía Personal y Atención a la Depen-
dencia para personas no usuarias de los servicios de atención residencial o diurna. Ir a texto

Resolución de 6 de febrero de 2025, de la Secretaría General Técnica, por la que se 
publica el Convenio entre el Instituto Nacional de la Seguridad Social y la Comunidad 
Autónoma de Cantabria, para el control de la incapacidad temporal durante el periodo 
2025 a 2028. Ir a texto

Resolución de encomienda de gestión al Instituto Cántabro de Seguridad y Salud en el 
Trabajo en materia de autorizaciones administrativas de entidades especializadas para 
actuar como servicios de prevención ajenos o para desarrollar la actividad de auditoría 
del sistema de prevención de riesgos laborales, de notificación sobre concurrencia de 
condiciones que no hacen necesario recurrir a la auditoría del sistema de prevención 
de la empresa y actuaciones sobre la imposición de establecer servicios de prevención 
propios. Ir a texto

Catalunya

Decret 27/2025, de 25 de febrer, del Comitè d’Ètica dels Serveis Socials de Catalunya. 
Ir a texto

Resolución de 13 de febrero de 2025, de la Dirección General de Trabajo, por la que se 
ordena la inscripción en el Registro de Convenios y Acuerdos Colectivos de Trabajo de la 
Comunidad Autónoma de Extremadura y se dispone la publicación del texto del Convenio 
Colectivo de Trabajo de la empresa FCC Aqualia, SA-Mérida. Ir a texto

Resolució EMT/514/2025, de 17 de febrer, per la qual es disposa la inscripció i la publi-
cació de l’acta de l’Acord parcial del Conveni col·lectiu de treball de torrefactors de cafè 
i succedanis de Catalunya. Ir a texto

Ordre EMT/14/2025, de 19 de febrer, de modificació de l’Ordre EMT/262/2024, de 28 
de desembre, per la qual s’estableix el calendari de festes locals a Catalunya per a l’any 
2025. Ir a texto

Corrección de errores del Decreto-ley 11/2024, de 17 de diciembre, de necesidades 
financieras del sector público en prórroga presupuestaria, de incremento del indicador 
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de renta de suficiencia de Cataluña y de medidas en el ámbito de las prestaciones so-
ciales. Ir a texto

Decreto-ley 11/2024, de 17 de diciembre, de necesidades financieras del sector público 
en prórroga presupuestaria, de incremento del indicador de renta de suficiencia de Ca-
taluña y de medidas en el ámbito de las prestaciones sociales. Ir a texto

Resolució 65/XV del Parlament de Catalunya, de validació del Decret llei 11/2024, de 
necessitats financeres del sector públic en pròrroga pressupostària, d’increment de l’in-
dicador de renda de suficiència de Catalunya i de mesures en l’àmbit de les prestacions 
socials. Ir a texto

Decret llei 1/2025, de 28 de gener, de mesures urgents en matèria de contenció de ren-
des. Ir a texto

Resolució EMT/133/2025, de 7 de gener, per la qual es disposen la inscripció i la publi-
cació de l’Acord de la Mesa Negociadora del Conveni col·lectiu de treball per al sector 
d’escoles d’educació especial relatiu a l’increment de les taules salarials per a l’any 
2024. Ir a texto

Extremadura

Resolución de 4 de febrero de 2025, de la Dirección General de Trabajo, por la que se 
modifica el anexo de la Resolución de 18 de octubre de 2024, por la que se hace público 
el calendario laboral oficial de fiestas locales para la Comunidad Autónoma de Extrema-
dura durante el año 2025. Ir a texto

Decreto-ley 1/2025, de 23 de enero, de medidas fiscales urgentes en materia tributaria. 
Ir a texto

Galicia

CORRECCIÓN DE ERROS. Lei 5/2024, do 27 de decembro, de medidas fiscais e admi-
nistrativas. Ir a texto

La Rioja

Resolución 4/2025, de 30 de enero, de la Subdirección General de Diálogo Social y Re-
laciones Laborales por la que se registra y publica el convenio colectivo de trabajo de 
la empresa Valoriza Servicios Medioambientales, SA, (Limpieza viaria de Alfaro), para el 
centro de Alfaro, para los años 2024 a 2028. Ir a texto

Ley 5/2024, de 27 de diciembre, de Presupuestos Generales de la Comunidad Autónoma 
de La Rioja para el año 2025. Ir a texto

Ley 6/2024, de 27 de diciembre, de Medidas Fiscales y Administrativas para el año 2025. 
Ir a texto
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Madrid

Resolución de 4 de febrero de 2025, de la Dirección General de Trabajo, por la que se 
modifica parcialmente la Resolución de 3 de diciembre de 2024, de la Dirección General 
de Trabajo, por la que se declaran las fiestas laborales de ámbito local en la Comunidad 
de Madrid para el año 2025. Ir a texto

Corrección de errores de la Ley 9/2024, de 26 de diciembre, de Presupuestos Generales 
de la Comunidad de Madrid. Ir a texto

Murcia

Ley 1/2025, de 17 de febrero, de modificación de la Ley 5/2001, de 5 de diciembre, de 
personal estatutario del Servicio Murciano de Salud. Ir a texto

Resolución de 31 de enero de 2025, de la Dirección General de Impulso al Comercio, Inno-
vación Empresarial e Industrias y Oficios Artesanales, por la que se modifica el Calendario 
Anual de Ferias Comerciales Oficiales de la Región de Murcia para el año 2025. Ir a texto

Navarra

LEY FORAL 1/2025, de 30 de enero, de Cuentas Generales de Navarra de 2023. Ir a texto

Corrección de errores de la Ley Foral 19/2024, de 26 de diciembre, de Presupuestos 
Generales de Navarra para el año 2025. Ir a texto

Euskadi

Resolución de la Delegada Territorial de Trabajo y Seguridad Social de Bizkaia del depar-
tamento de Economía, Trabajo y Empleo, por la que se dispone el registro, publicación y 
depósito del Convenio Colectivo de la empresa Precision Casting Bilbao, S.A.U. Ir a texto

CORRECCIÓN DE ERRORES de la Ley 8/2024, de 20 de diciembre, por la que se aprue-
ban los Presupuestos Generales de la Comunidad Autónoma de Euskadi para el ejercicio 
2025. Ir a texto

Valencia

DECRETO 22/2025, de 11 de febrero, del Consell, por el que se aprueba el Reglamento 
orgánico y funcional de la Consellería de Sanidad. Ir a texto

CORRECCIÓN DE ERRORES de la Ley 8/2024, de 30 de diciembre, de la Generalitat, de 
accesibilidad universal de la Comunitat Valenciana. Ir a texto
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Negociación 

colectiva

ESTATAL

Resolución de 18 de febrero de 2025, de la Dirección General de Trabajo, por la que se 
registra y publica el Acuerdo parcial de prórroga y modificación del VIII Convenio colectivo 
de Carlson Wagonlit España, SLU. Ir a texto

Resolución de 18 de febrero de 2025, de la Dirección General de Trabajo, por la que se 
registra y publica el II Convenio colectivo de la Federación Estatal de Servicios de Co-
misiones Obreras. Ir a texto

Resolución de 18 de febrero de 2025, de la Dirección General de Trabajo, por la que se 
registra y publica la actualización de las tablas salariales para el año 2025 del VI Convenio 
colectivo nacional taurino. Ir a texto

Resolución de 12 de febrero de 2025, de la Dirección General de Trabajo, por la que se 
registra y publica el Convenio colectivo de Family Cash, SL. Ir a texto

Resolución de 12 de febrero de 2025, de la Dirección General de Trabajo, por la que se 
registra y publica el Convenio colectivo de Philips Ibérica, SAU. Ir a texto

ESTATAL Y AUTONÓMICA
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https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2025-3952
https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2025-3953
https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2025-3954
https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2025-3538
https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2025-3539


Resolución de 12 de febrero de 2025, de la Dirección General de Trabajo, por la que se 
registra y publica la Sentencia del Tribunal Supremo por la que se estima el recurso de 
casación contra la sentencia de la Audiencia Nacional relativa al Convenio colectivo de 
Verallia Spain, SA, -Fábricas-. Ir a texto

Resolución de 30 de enero de 2025, de la Dirección General de Trabajo, por la que se 
registra y publica el Acuerdo sobre incrementos salariales para los años 2024 y 2025 del 
Convenio colectivo del Grupo Supermercados Carrefour. Ir a texto

Resolución de 30 de enero de 2025, de la Dirección General de Trabajo, por la que se 
publica el Acuerdo de modificación del III Convenio colectivo de Telefónica de España, 
SAU; Telefónica Móviles España, SAU; y Telefónica Soluciones de Informática y Comu-
nicaciones, SAU. Ir a texto

Resolución de 30 de enero de 2025, de la Dirección General de Trabajo, por la que se 
registra y publica el Acuerdo de prórroga del Convenio colectivo de Renault España, SA. 
Ir a texto

Resolución de 30 de enero de 2025, de la Dirección General de Trabajo, por la que se 
registra y publica el Acuerdo de modificación del VII Convenio colectivo general del sector 
de la construcción. Ir a texto

Resolución de 30 de enero de 2025, de la Dirección General de Trabajo, por la que se 
registra y publica Convenio colectivo de Nestlé España, SA, oficinas descentralizadas. 
Ir a texto

Resolución de 27 de enero de 2025, de la Dirección General de Trabajo, por la que se 
registra y publica el Convenio colectivo de Unidad Editorial Información Deportiva, SL. 
Ir a texto

Resolución de 30 de enero de 2025, de la Dirección General de Trabajo, por la que se 
registra y publica el Convenio colectivo del Banco de España para los años 2023 y 2024. 
Ir a texto

Resolución de 27 de enero de 2025, de la Dirección General de Trabajo, por la que se 
registran y publican las tablas salariales de 2024 y abono de paga única para el personal 
de niveles no concertados y personal de administración y servicios, complemento adicio-
nal temporal al personal de administración y servicios, y actualización del complemento 
de salidas con pernocta del VII Convenio colectivo de empresas de enseñanza privada 
sostenidas total o parcialmente con fondos públicos. Ir a texto

Resolución de 27 de enero de 2025, de la Dirección General de Trabajo, por la que se 
registra y publica la revisión salarial para el año 2025 del III Convenio colectivo estatal 
de notarios/notarias y personal empleado. Ir a texto

Resolución de 27 de enero de 2025, de la Dirección General de Trabajo, por la que se 
registra y publica la actualización de las tablas salariales para los años 2023 y 2024 
del Convenio colectivo de la Federación Estatal de Servicios de Comisiones Obreras. 
Ir a texto
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https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2025-3540
https://www.boe.es/boe/dias/2025/02/12/pdfs/BOE-A-2025-2666.pdf
https://www.boe.es/boe/dias/2025/02/12/pdfs/BOE-A-2025-2665.pdf
https://www.boe.es/boe/dias/2025/02/12/pdfs/BOE-A-2025-2664.pdf
https://www.boe.es/boe/dias/2025/02/12/pdfs/BOE-A-2025-2663.pdf
https://www.boe.es/boe/dias/2025/02/12/pdfs/BOE-A-2025-2662.pdf
https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2025-2356
https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2025-2357
https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2025-2261
https://www.boe.es/boe/dias/2025/02/05/pdfs/BOE-A-2025-2117.pdf
https://www.boe.es/boe/dias/2025/02/05/pdfs/BOE-A-2025-2116.pdf


Resolución de 27 de enero de 2025, de la Dirección General de Trabajo, por la que se 
registra y publica el Convenio colectivo de Intervento 2, SL. Ir a texto

Resolución de 27 de enero de 2025, de la Dirección General de Trabajo, por la que se 
registra y publica el Convenio colectivo de Inet Inst, SL. Ir a texto

Resolución de 21 de enero de 2025, de la Dirección General de Trabajo, por la que se 
registra y publica el Convenio colectivo del grupo Cashdiplo (Cashdiplo, SLU, y Diplo 
Arenas, SLU). Ir a texto

Resolución de 21 de enero de 2025, de la Dirección General de Trabajo, por la que se 
registra y publica el VIII Convenio colectivo de Exide Technologies, SLU. Ir a texto

Resolución de 21 de enero de 2025, de la Dirección General de Trabajo, por la que se 
registra y publica el XII Convenio colectivo de Siemens, SA. Ir a texto

Fundación Goyeneche de San Sebastián enpresaren hitzarmen kolektiboa. Convenio 
colectivo de la empresa Fundación Goyeneche de San Sebastián. Ir a texto

AUTONÓMICA

Andalucía

Resolución de 21 de febrero de 2025, de la Dirección General de Trabajo, Seguridad y 
Salud Laboral, por la que se procede a la publicación de las tablas salariales para los 
años 2024, 2025 y 2026 del XXI Convenio Colectivo de la empresa Avanza Movilidad 
Integral, S.L.U. (antes «Portillo») (Málaga y Cádiz). Ir a texto

Resolución de 3 de febrero de 2025, de la Dirección General de Trabajo, Seguridad 
y Salud Laboral, por la que se procede a la publicación del Convenio Colectivo de la 
empresa BSH Electrodomesticos España, S.A., Servicio BSH al Cliente-Zona 6, Anda-
lucía. Ir a texto

Resolución de 4 de febrero de 2025, de la Dirección General de Trabajo, Seguridad y 
Salud Laboral, por la que se procede a la publicación del I Convenio Colectivo de ámbito 
autonómico de Andalucía del Sector de Transporte de Pasajeros en Vehículo de Turismo 
mediante Arrendamiento con Licencia VTC. Ir a texto

Resolución de 24 de enero de 2025, de la Dirección General de Trabajo, Seguridad y Salud 
Laboral, por la que se procede a la publicación del I Convenio Colectivo de la entidad 
Fundación Ciudades Medias del Centro de Andalucía. Ir a texto

Asturias

Resolución de 17 de febrero de 2025, de la Consejería de Ciencia, Empresas, Formación 
y Empleo, por la que se ordena la inscripción y publicación de la tabla salarial para el 
año 2025 del Convenio colectivo de sector Transporte por Carretera del Principado de 
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https://www.boe.es/boe/dias/2025/02/05/pdfs/BOE-A-2025-2115.pdf
https://www.boe.es/boe/dias/2025/02/05/pdfs/BOE-A-2025-2114.pdf
https://www.boe.es/boe/dias/2025/01/29/pdfs/BOE-A-2025-1624.pdf
https://www.boe.es/boe/dias/2025/01/29/pdfs/BOE-A-2025-1625.pdf
https://www.boe.es/boe/dias/2025/01/29/pdfs/BOE-A-2025-1626.pdf
https://egoitza.gipuzkoa.eus/gao-bog/castell/bog/2025/01/29/c2500213.pdf
https://www.juntadeandalucia.es/eboja/2025/40/BOJA25-040-00011-2684-01_00316291.pdf
https://www.juntadeandalucia.es/eboja/2025/28/BOJA25-028-00056-1556-01_00315165.pdf
https://www.juntadeandalucia.es/boja/2025/26/47
https://www.juntadeandalucia.es/eboja/2025/23/BOJA25-023-00022-1305-01_00314915.pdf


Asturias, en el Registro de convenios colectivos, acuerdos colectivos de trabajo y planes 
de igualdad de la Dirección General de Empleo y Asuntos Laborales. Ir a texto

Resolución de 17 de febrero de 2025, de la Consejería de Ciencia, Empresas, Formación 
y Empleo, por la que se ordena la inscripción y publicación del convenio colectivo de 
empresa FCC Aqualia, S. A., para su personal de Luarca, Pola de Lena y Villaviciosa, en 
el Registro de convenios colectivos, acuerdos colectivos de trabajo y planes de igualdad 
dependiente de la Dirección General de Empleo y Asuntos Laborales. Ir a texto

Resolución de 7 de febrero de 2025, de la Consejería de Ciencia, Empresas, Formación y 
Empleo, por la que se ordena la inscripción y publicación de la tabla salarial para el año 
2025 del convenio colectivo de sector Hostelería y Similares del Principado de Asturias 
para 2023, 2024, 2025, 2026 y 2027, en el Registro de convenios colectivos, acuerdos 
colectivos de trabajo y planes de igualdad de la Dirección General de Empleo y Asuntos 
Laborales. Ir a texto

Resolución de 31 de enero de 2025, de la Consejería de Ciencia, Empresas, Formación y 
Empleo, por la que se ordena la inscripción y publicación de la tabla salarial para el año 
2025 del convenio colectivo de Sector Montajes y Empresas Auxiliares del Principado de 
Asturias, en el Registro de convenios colectivos, acuerdos colectivos de trabajo y planes 
de igualdad de la Dirección General de Empleo y Asuntos laborales. [Cód. 2025-00854]. 
Ir a texto

Resolución de 13 de enero de 2025, de la Consejería de Ciencia, Empresas, For-
mación y Empleo, por la que se ordena la inscripción y publicación del acuerdo in-
terprofesional para la creación y regulación de las/los Delegadas/os Territoriales de 
Prevención en el Principado de Asturias mientras se mantenga en vigor el Acuerdo 
de Concertación Social Asturias 2024-2027 sus prórrogas o acuerdos de concerta-
ción que lo sustituyan, en el Registro de convenios colectivos, acuerdos colectivos 
de trabajo y planes de igualdad dependiente de la Dirección General de Empleo y 
Asuntos Laborales. Ir a texto

Illes Balears

Resolució del conseller d’Empresa, Ocupació i Energia per la qual es disposa la inscripció 
i dipòsit en el Registre de Convenis Col·lectius de les Illes Balears de l’Acta de la Comissió 
Negociadora del Conveni Col·lectiu de l’Empresa Municipal Aguas y Alcantarillado, S.A. 
(EMAYA, S.A. CCT), de 25 d’octubre de 2023 i la seva publicació en el Butlletí Oficial de 
les Illes Balears. Ir a texto

Canarias

Dirección General de Trabajo.- Resolución de 30 de enero de 2025, por la que se acuerda 
la inscripción, depósito y publicación de la modificación de los artículos 10, párrafos 
1.º y 2.º, 11 y 12, párrafos 1.º y 3º. del III Convenio Colectivo del Personal Laboral de la 
Comunidad Autónoma de Canarias. Ir a texto
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https://sede.asturias.es/bopa/2025/02/28/2025-01369.pdf
https://sede.asturias.es/bopa/2025/02/28/2025-01367.pdf
https://sede.asturias.es/bopa/2025/02/19/2025-01019.pdf
https://sede.asturias.es/bopa-disposiciones?p_p_id=pa_sede_bopa_web_portlet_SedeBopaDispositionWeb&p_p_lifecycle=0&_pa_sede_bopa_web_portlet_SedeBopaDispositionWeb_mvcRenderCommandName=%2Fdisposition%2Fdetail&p_r_p_dispositionText=2025-00854&p_r_p_dispositionReference=2025-00854&p_r_p_dispositionDate=13%2F02%2F2025
https://sede.asturias.es/bopa-disposiciones?p_p_id=pa_sede_bopa_web_portlet_SedeBopaDispositionWeb&p_p_lifecycle=0&_pa_sede_bopa_web_portlet_SedeBopaDispositionWeb_mvcRenderCommandName=%2Fdisposition%2Fdetail&p_r_p_dispositionText=2025-00367&p_r_p_dispositionReference=2025-00367&p_r_p_dispositionDate=27%2F01%2F2025
https://www.caib.es/eboibfront/ca/2025/12061/697327/resolucio-del-conseller-d-empresa-ocupacio-i-energ
https://sede.gobiernodecanarias.org/boc/boc-a-2025-030-569.pdf


Resolución de 22 de enero de 2025, por la que se acuerda la inscripción, depósito y 
publicación del II Convenio Colectivo de la empresa Forum Activa Canarias, S.L.U. 
Ir a texto

Cantabria

Resolución disponiendo la inscripción en el Registro y publicación del Convenio Colectivo 
para el sector de la Fabricación de Derivados del Cemento de la Comunidad Autónoma 
de Cantabria, para el periodo 2021-2024. Ir a texto

Resolución disponiendo la inscripción en el Registro y publicación del Convenio Colectivo 
de la empresa UTE Depuram Paprec Besaya, para el periodo 1 de enero de 2023 al 31 
de diciembre de 2025. Ir a texto

Resolución disponiendo la inscripción en el Registro y publicación del Convenio Colectivo 
de la empresa General de Asfaltos y Servicios, SL, con sus trabajadores que prestan sus 
servicios para el Ayuntamiento de Camargo, para los años 2023 a 2027. Ir a texto

Resolución disponiendo la inscripción en el Registro y publicación del Convenio Colectivo 
de la empresa Depuram SA - Zona Oriental, para el año 2024. Ir a texto

Resolución disponiendo la inscripción en el Registro y publicación del Acuerdo suscrito 
por la Comisión Negociadora del Convenio Colectivo del Comercio Mayorista de Frutas, 
Hortalizas y Productos Agroalimentarios de Cantabria, con fecha 21 de enero de 2025, 
por el que se actualizan los salarios en base a lo dispuesto en el artículo 17 del referido 
Convenio. Ir a texto

Resolución disponiendo la inscripción en el Registro y publicación del Acuerdo suscrito 
por la Comisión Negociadora del Convenio Colectivo Embotellado y Comercio de Vinos, 
Licores, Cervezas y Bebidas de todo tipo para la Región de Cantabria, con fecha 21 de 
enero de 2025, por el que se da cumplimiento a la cláusula de revisión salarial establecida 
en el artículo 17 de dicho Convenio. Ir a texto

Resolución disponiendo la inscripción en el Registro y publicación del Acuerdo sus-
crito por la Comisión Negociadora del Convenio Colectivo del sector de Comercio 
de Piel, Cuero y Calzado de Cantabria, con fecha 6 de febrero de 2025, por el que 
se actualizan las tablas salariales del año 2025 prevista en el artículo 11 de dicho 
Convenio. Ir a texto

Resolución disponiendo la inscripción en el Registro y publicación del Acuerdo suscrito 
por la Comisión Negociadora del Convenio Colectivo de la empresa Oxital Servicios, SL, 
con fecha 5 de febrero de 2025, con sus trabajadores de la contrata Pas-Pisueña, ads-
critos a los servicios de recogida y transporte de residuos sólidos urbanos, incluyendo el 
lavado, mantenimiento, reposición de contenedores y gestión de la planta de transferencia 
de la Braguía (Selaya), por el que una vez conocido el IPC del año anterior se procede a 
su aplicación en las tablas salariales del 2025 de dicho Convenio. Ir a texto

Resolución disponiendo la inscripción en el Registro y publicación del Acuerdo suscrito 
por la Comisión Negociadora del Convenio Colectivo del Comercio del Textil de Cantabria, 

JU
R

IS
D

IC
C

IÓ
N

 S
O

C
IA

L
 F

E
B

R
E

R
O

 2
0

2
5

43

https://sede.gobiernodecanarias.org/boc/boc-a-2025-023-454.pdf
https://boc.cantabria.es/boces/verAnuncioAction.do?idAnuBlob=416237
https://boc.cantabria.es/boces/verAnuncioAction.do?idAnuBlob=415872
https://boc.cantabria.es/boces/verAnuncioAction.do?idAnuBlob=415233
https://boc.cantabria.es/boces/verAnuncioAction.do?idAnuBlob=415238
https://boc.cantabria.es/boces/verAnuncioAction.do?idAnuBlob=416569
https://boc.cantabria.es/boces/verAnuncioAction.do?idAnuBlob=416644
https://boc.cantabria.es/boces/verAnuncioAction.do?idAnuBlob=416645
https://boc.cantabria.es/boces/verAnuncioAction.do?idAnuBlob=416646


con fecha 31 de enero de 2025, se procede a la revisión final de las tablas salariales del 
año 2024 prevista en el artículo 13 de dicho Convenio. Ir a texto

Resolución disponiendo la inscripción en el Registro y publicación del Acuerdo de la 
Comisión Negociadora del Convenio Colectivo de la empresa R.S.S. Comarca Occiden-
tal-Oxital Servicios, S.L., de fecha 4 de febrero de 2025 por el que, una vez conocido el 
IPC del año anterior, se procede a su aplicación en las tablas salariales para el año 2025 
de dicho Convenio. Ir a texto

Castilla y León

Convenios. Resolución de 24/01/2025, de la Dirección General de Autónomos, Trabajo 
y Economía Social, por la que se registra y publica el III Convenio Colectivo de la em-
presa Aquona, Gestión de Aguas de Castilla, SAU en Castilla-La Mancha y su personal. 
Ir a texto

Catalunya

Resolució EMT/492/2025, de 17 de febrer, per la qual es disposen la inscripció i la pu-
blicació de l’Acta de la reunió de la Comissió Paritària del Conveni col·lectiu d’oficines i 
despatxos de Catalunya 2022-2024. Ir a texto

Resolució EMT/493/2025, de 17 de febrer, per la qual es disposen la inscripció i la publi-
cació de l’Acta de la Comissió Negociadora del Conveni col·lectiu de treball de preparats 
alimentaris i productes dietètics de la Comunitat Autònoma de Catalunya relativa a les 
taules salarials per a l’any 2025. Ir a texto

Resolució EMT/399/2025, de 31 de gener, per la qual es disposen la inscripció i la pu-
blicació de l’Acord de la Comissió Negociadora del Conveni col·lectiu de treball del 
cicle integral de l’aigua de Catalunya relatiu a les taules salarials per a l’any 2024 (codi 
79100125012014). Ir a texto

Resolució EMT/341/2025, de 31 de gener, per la qual es disposen la inscripció i la publi-
cació de l’Acta de la Comissió Paritària del Conveni col·lectiu de treball del comerç del 
vidre, pisa, ceràmica i similars de Catalunya (codi de conveni núm. 79000085011993). 
Ir a texto

Resolució EMT/345/2025, de 31 de gener, per la qual es disposen la inscripció i la publica-
ció de l’Acord parcial del Conveni col·lectiu del sector del lleure educatiu i sociocultural de 
Catalunya per als anys 2025, 2026, 2027 i 2028 (codi de conveni núm. 79002295012003). 
Ir a texto

Resolució EMT/275/2025, de 22 de gener, per la qual es disposen la inscripció i la 
publicació de l’Acord de la Mesa General de Negociació dels empleats i empleades 
públics de l’Administració de la Generalitat de Catalunya en matèria de drets sindicals. 
Ir a texto
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https://boc.cantabria.es/boces/verAnuncioAction.do?idAnuBlob=416648
https://boc.cantabria.es/boces/verAnuncioAction.do?idAnuBlob=416682
https://docm.jccm.es/portaldocm/descargarArchivo.do?ruta=2025/02/12/pdf/2025_868.pdf&tipo=rutaDocm
https://portaldogc.gencat.cat/utilsEADOP/AppJava/PdfProviderServlet?documentId=1007324&type=01&language=ca_ES
https://portaldogc.gencat.cat/utilsEADOP/AppJava/PdfProviderServlet?documentId=1007303&type=01&language=ca_ES
https://dogc.gencat.cat/ca/document-del-dogc/?documentId=1006548
https://dogc.gencat.cat/ca/document-del-dogc/?documentId=1006285
https://dogc.gencat.cat/ca/document-del-dogc/?documentId=1006313
https://dogc.gencat.cat/ca/document-del-dogc/?documentId=1005672


Galicia

Ley 4/2024, de 27 de diciembre, de Presupuestos Generales de la Comunidad Autónoma 
de Galicia para el año 2025. Ir a texto

Ley 5/2024, de 27 de diciembre, de medidas fiscales y administrativas. Ir a texto

Ley 6/2024, de 27 de diciembre, de estadística de Galicia. Ir a texto

La Rioja

Resolución 11/2025, de 21 de febrero, de la Subdirección General de Diálogo Social y 
Relaciones Laborales, por la que se registra y publica el convenio colectivo de trabajo 
para la actividad de comercio de La Rioja. Ir a texto

Resolución 12/2025, de 21 de febrero, de la Subdirección General de Diálogo Social y 
Relaciones Laborales, por la que se registra y publica el convenio colectivo de trabajo 
de aplicación en la actividad de las industrias de la siderometalúrgica de la Comunidad 
Autónoma de La Rioja para los años 2024 a 2027. Ir a texto

Resolución 10/2025, de 17 de febrero, de la Subdirección General de Diálogo Social y 
Relaciones Laborales, por la que se registra y publica el acuerdo por el que se modifica el 
artículo 11.2 del Convenio Colectivo 2008/2011, por el que se establecen las condiciones 
de trabajo del personal laboral de la Administración General de la Comunidad Autónoma 
de La Rioja. Ir a texto

Resolución 9/2025, de 17 de febrero, de la Subdirección General de Diálogo Social y 
Relaciones Laborales, por la que se registra y publica el acuerdo-pacto mixto de funcio-
narios públicos y personal laboral del Ayuntamiento de Albelda de Iregua para los años 
2024 a 2026. Ir a texto

Resolución 6/2025, de 31 de enero, de la Subdirección General de Diálogo Social y Re-
laciones Laborales por la que se registra y publica el convenio colectivo de trabajo de la 
empresa International Automotive Components Group, SL, para su factoría de Agoncillo. 
Ir a texto

Resolución 7/2025, de 6 de febrero, de la Subdirección General de Diálogo Social y 
Relaciones Laborales, por la que se registra y publica el acuerdo sobre revisión salarial 
para el año 2023 del convenio colectivo de trabajo para las Industrias de Panadería de 
la Comunidad Autónoma de La Rioja. Ir a texto

Resolución 8/2025, de 6 de febrero, de la Subdirección General de Diálogo Social y Rela-
ciones Laborales, por la que se registra y publica el acuerdo sobre tablas salariales para 
el año 2025 del convenio colectivo de trabajo de aplicación en la empresa Autobuses 
Logroño, SA. Ir a texto
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https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2025-2144
https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2025-2145
https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2025-2146
http://ias1.larioja.org/boletin/Bor_Boletin_visor_Servlet?referencia=33527108-1-PDF-567792
http://ias1.larioja.org/boletin/Bor_Boletin_visor_Servlet?referencia=33527072-1-PDF-567797
http://ias1.larioja.org/boletin/Bor_Boletin_visor_Servlet?referencia=33393234-1-PDF-567643
http://ias1.larioja.org/boletin/Bor_Boletin_visor_Servlet?referencia=33393232-1-PDF-567640
http://ias1.larioja.org/boletin/Bor_Boletin_visor_Servlet?referencia=33265776-1-PDF-567325
http://ias1.larioja.org/boletin/Bor_Boletin_visor_Servlet?referencia=33265779-1-PDF-567459
http://ias1.larioja.org/boletin/Bor_Boletin_visor_Servlet?referencia=33265770-1-PDF-567465


Madrid

Resolución de 4 de febrero de 2025, de la Dirección General de Trabajo de la Consejería 
de Economía, Hacienda y Empleo, sobre registro, depósito y publicación de la revisión 
salarial de año 2025 del Convenio Colectivo del Sector de Actores y Actrices, suscrita 
por la Comisión Mixta Paritaria. Ir a texto

Resolución de 4 de febrero de 2025, de la Dirección General de Trabajo de la Consejería 
de Economía, Hacienda y Empleo, sobre registro, depósito y publicación de la revisión 
salarial del año 2025 del Convenio Colectivo del Sector de Industrias Transformadoras 
de Plásticos, suscrita por la Comisión Mixta. Ir a texto

Resolución de 4 de febrero de 2025, de la Dirección General de Trabajo de la Consejería 
de Economía, Hacienda y Empleo, sobre registro, depósito y publicación de la revisión 
salarial del año del Convenio Colectivo de la empresa Imprenta de Billetes, S. A., medio 
propio del Banco de España, suscrito por la Comisión Negociadora. Ir a texto

Resolución de 27 de enero de 2025, de la Dirección General de Trabajo de la Consejería 
de Economía, Hacienda y Empleo, sobre registro, deposito y publicación del Acta de 16 
de enero de 2025, de la Comisión Negociadora, por la que aprueba el calendario laboral 
para el año 2025 del Convenio Colectivo de la empresa Auxiliar de Servicios de Pinto, S. 
A. U. (Aserpinto, S. A. U.). Ir a texto

Resolución de 27 de enero de 2025, de la Dirección General de Trabajo de la Consejería 
de Economía, Hacienda y Empleo, sobre registro, depósito y publicación de la revisión 
salarial de año 2025 del Convenio Colectivo del Sector de Industria, Servicios e Insta-
laciones del Metal de la Comunidad de Madrid, suscrita por la Comisión Negociadora 
(Código número 28003715011982). Ir a texto

Resolución de 27 de enero de 2025, de la Dirección General de Trabajo de la Consejería 
de Economía, Hacienda y Empleo, sobre registro, deposito y publicación del acta de 30 
de noviembre de 2024, de la Comisión Negociadora, por la que aprueba el calendario 
laboral para el año 2025 del Convenio Colectivo del Sector Derivados del Cemento (có-
digo número 28001175011982). Ir a texto

Resolución de 15 de enero de 2025, de la Dirección General de Trabajo de la Consejería 
de Economía, Hacienda y Empleo, sobre registro, depósito y publicación del I convenio 
colectivo de Tripulantes de Cabina de Pasajeros y Personal de Tierra de Evelop Airlines, 
S. L., para el centro de trabajo del Aeropuerto Madrid-Barajas Adolfo Suárez. Ir a texto

Resolución de 15 de enero de 2025, de la Dirección General de Trabajo de la Consejería 
de Economía, Hacienda y Empleo, sobre registro, depósito y publicación del convenio 
colectivo de la empresa Danone Nutricia, S. R. L (Código número 28100842012014). 
Ir a texto

Resolución de 15 de enero de 2025, de la Dirección General de Trabajo de la Consejería 
de Economía, Hacienda y Empleo, sobre registro, depósito y publicación del convenio 
colectivo de la empresa FCC Medio Ambiente, S. A. U., para el centro de trabajo de la 
planta de clasificación de residuos de envases de Pinto. Ir a texto
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https://www.bocm.es/boletin/CM_Orden_BOCM/2025/02/18/BOCM-20250218-28.PDF
https://www.bocm.es/boletin/CM_Orden_BOCM/2025/02/18/BOCM-20250218-29.PDF
https://www.bocm.es/boletin/CM_Orden_BOCM/2025/02/18/BOCM-20250218-30.PDF
https://www.bocm.es/bocm-20250210-11
https://www.bocm.es/bocm-20250210-12
https://www.bocm.es/bocm-20250210-13
https://www.bocm.es/boletin/CM_Orden_BOCM/2025/02/04/BOCM-20250204-27.PDF
https://www.bocm.es/bocm-20250201-1
https://www.bocm.es/bocm-20250201-2


Resolución de 15 de enero de 2025, de la Dirección General de Trabajo de la Consejería 
de Economía, Hacienda y Empleo, sobre registro, depósito y publicación del acta de 
30 de octubre de 2024, de la Comisión Negociadora por la que aprueba el calendario 
laboral para el año 2025 del convenio colectivo del Sector de la Madera de la Comuni-
dad de Madrid. Ir a texto

Resolución de 21 de enero de 2025, de la Dirección General de Trabajo, por la que se 
modifica parcialmente la Resolución de 3 de diciembre de 2024, de la Dirección General 
de Trabajo, por la que se declaran las fiestas laborales de ámbito local en la Comunidad 
de Madrid para el año 2025. Ir a texto

Murcia

Resolución de la Dirección General de Trabajo, por la que se dispone la inscripción en el 
registro y publicación del acuerdo de convenio colectivo de la empresa Analiza Sociedad 
de Análisis Clínicos, S.L. Ir a texto

Resolución de la Dirección General de Trabajo, por la que se dispone la inscripción en el 
registro y publicación del acuerdo de Tabla Salarial del año 2025 del convenio colectivo 
de la empresa Plasbel Plásticos, S.A.U. Ir a texto

Resolución de la Dirección General de Trabajo, por la que se dispone la inscripción en el 
registro y publicación del acuerdo de modificación del convenio colectivo de la empresa 
General Logistics Systems Spain, S.A. Ir a texto

Resolución de la Dirección General de Trabajo, por la que se dispone la inscripción en 
el registro y publicación del acuerdo de convenio colectivo del sector Limpieza Pública 
Viaria. Ir a texto

Resolución de la Dirección General de Trabajo, por la que se dispone la inscripción en 
el registro y publicación del acuerdo de Tabla Salarial del convenio colectivo del Sector 
Transporte Viajeros (urbanos y regular cercanías). Ir a texto

Navarra

RESOLUCIÓN 7C/2025, de 10 de enero, del director general de Economía Social y Tra-
bajo, por la que se acuerda el registro, depósito y publicación en el Boletín Oficial de 
Navarra del Convenio Colectivo de la empresa Florette Hortícola Navarra SL centro de 
trabajo de Milagro. Ir a texto

RESOLUCIÓN 15C/2025, de 17 de enero, del director general de Economía Social y 
Trabajo, por la que se acuerda el registro, depósito y publicación en el Boletín Oficial de 
Navarra del Acuerdo de revisión salarial para el año de 2025 del Convenio Colectivo de 
la empresa Mitsubishi Logisnext Europe S.A. (antes Unicarriers Manufacturing Spain, 
S.A). Ir a texto

RESOLUCIÓN 206C/2024, de 20 de diciembre, del director general de Economía Social 
y Trabajo, por la que se acuerda el registro, depósito y publicación en el Boletín Oficial de 
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https://www.bocm.es/bocm-20250201-3
https://www.bocm.es/bocm-20250203-16
https://www.borm.es/services/anuncio/ano/2025/numero/805/pdf?id=834337
https://www.borm.es/services/anuncio/ano/2025/numero/806/pdf?id=834338
https://www.borm.es/services/anuncio/ano/2025/numero/807/pdf?id=834339
https://www.borm.es/services/anuncio/ano/2025/numero/599/pdf?id=834051
https://www.borm.es/services/anuncio/ano/2025/numero/626/pdf?id=834097
https://bon.navarra.es/es/anuncio/-/texto/2025/38/2
https://bon.navarra.es/es/anuncio/-/texto/2025/33/3


Navarra del Convenio Colectivo de la empresa Ecología e Inversiones de Construcción 
Navarras S.L. Ir a texto

RESOLUCIÓN 173C/2024, de 24 de octubre, del director general de Economía Social y 
Trabajo, por la que se acuerda el registro, depósito y publicación en el Boletín Oficial de 
Navarra del Convenio Colectivo de la empresa Piher Sensors And Controls S.A Tudela. 
Ir a texto

RESOLUCIÓN 205C/2024, de 20 de diciembre, del director general de Economía Social 
y Trabajo, por la que se acuerda el registro, depósito y publicación en el Boletín Oficial 
de Navarra del Convenio Colectivo de la empresa Graftech Iberica S.L. Ir a texto

RESOLUCIÓN 4C/2025, de 7 de enero, del director general de Economía Social y Trabajo, 
por la que se acuerda el registro, depósito y publicación en el Boletín Oficial de Navarra 
del Convenio Colectivo de la empresa SMILE POINT SL. Ir a texto

RESOLUCIÓN 204C/2024, de 20 de diciembre, del director general de Economía Social 
y Trabajo, por la que se acuerda el registro, depósito y publicación en el Boletín Oficial 
de Navarra del texto del acuerdo para modificar el Acuerdo Colectivo del Personal del 
Ayuntamiento de Pamplona y sus Organismos Autónomos. Ir a texto

RESOLUCIÓN 202C/2024, de 20 de diciembre, del director general de Economía Social 
y Trabajo, por la que se acuerda el registro, depósito y publicación en el Boletín Oficial 
de Navarra del Convenio Colectivo de la empresa Centro Diagnóstico Granada S.A. de 
Navarra (CEDISA). Ir a texto

RESOLUCIÓN 202C/2024, de 20 de diciembre, del director general de Economía Social 
y Trabajo, por la que se acuerda el registro, depósito y publicación en el Boletín Oficial 
de Navarra del Convenio Colectivo de la empresa Asociación Navarra en Favor de las 
Personas con Discapacidad Intelectual o Trastornos del Desarrollo y sus Familias, AN-
FAS. Ir a texto

RESOLUCIÓN 201C/2024, de 11 de diciembre, del director general de Economía Social 
y Trabajo, por la que se acuerda el registro, depósito y publicación en el Boletín Oficial 
de Navarra del Convenio Colectivo de la empresa Papelera del Ebro S.A. Ir a texto

RESOLUCIÓN 199C/2024, de 10 de diciembre, del Director General de Economía Social 
y Trabajo, por la que se acuerda el registro, depósito y publicación en el Boletín Oficial 
de Navarra del Convenio Colectivo de la empresa Redín y Becerra S.L.U. Ir a texto

RESOLUCIÓN 1C/2025, de 3 de enero, del director general de Economía Social y Trabajo, 
por la que se acuerda el registro, depósito y publicación en el Boletín Oficial de Navarra 
del Convenio Colectivo de la empresa Ayuntamiento de Sartaguda. Ir a texto

Euskadi

Revisión salarial para 2025 del convenio colectivo de Empresas Transitarias de Gipuzkoa. 
Gipuzkoako Enpresa Transitarioen hitzarmen kolektiboaren 2025erako soldataren berri-
kuspena. Ir a texto
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https://bon.navarra.es/es/anuncio/-/texto/2025/33/4
https://bon.navarra.es/es/anuncio/-/texto/2025/28/10
https://bon.navarra.es/es/anuncio/-/texto/2025/28/11
https://bon.navarra.es/es/anuncio/-/texto/2025/28/12
https://bon.navarra.es/es/anuncio/-/texto/2025/23/11
https://bon.navarra.es/es/anuncio/-/texto/2025/23/10
https://bon.navarra.es/es/anuncio/-/texto/2025/23/9
https://bon.navarra.es/es/anuncio/-/texto/2025/23/8
https://bon.navarra.es/es/anuncio/-/texto/2025/23/7
https://bon.navarra.es/es/anuncio/-/texto/2025/23/6
https://egoitza.gipuzkoa.eus/gao-bog/castell/bog/2025/02/28/c2501348.pdf


Resolución de la Delegada Territorial de Trabajo, y Seguridad Social de Bizkaia del Depar-
tamento de Economía, Trabajo y Empleo, por la que se dispone el registro, publicación y 
depósito de la revisión salarial 2025 del Convenio Colectivo de la empresa UTE Sollano 
Zalla (Centro de trabajo «ETAP Sollano» 2021-2025). 

Erabakia Ekonomia, Lan eta Enplegu Saileko Lan eta Gizarte Segurantzako Bizkaiko 
Lurralde ordezkariarena. Honen bidez ebazten da UTE Sollano Zalla («ETAP Sollano» 
2021-2025 lantokia) enpresaren Hitzarmen Kolektiboaren 2025eko soldaten berrikuspena 
erregistratu, gordailu egin eta argitaratzea. Ir a texto

Gipuzkoako informazioaren eta dokumentazioaren kudeatzaileentzako sektoreko hitzar-
men kolektiboaren 2025erako soldataren berrikuspena. 

Revisión salarial para 2025 del convenio colectivo sectorial para los y las gestoras de la 
información y documentación de Gipuzkoa. Ir a texto

Gipuzkoako Titularitate Publikoko Kirol Instalazioetarako hitzarmen kolektiboaren 
2025erako soldataren berrikuspena. 

Revisión salarial para 2025 del convenio colectivo de Instalaciones Polideportivas de 
Titularidad Pública de Gipuzkoa. Ir a texto

AransGi enpresaren hitzarmen kolektiboa. 

Convenio colectivo de la empresa AransGi. Ir a texto

Erabakia Ekonomia, Lan eta Enplegu Saileko Lan eta Gizarte Segurantzako Bizkaiko Lu-
rralde ordezkariarena. Honen bidez ebazten da Busturialdea Lea-Artibai, S.A. enpresaren 
Hitzarmen Kolektiboa erregistratu, gordailu egin eta argitaratzea. R

esolución de la Delegada Territorial de Trabajo y Seguridad Social de Bizkaia del Depar-
tamento de Economía, Trabajo y Empleo, por la que se dispone el registro, publicación y 
depósito del Convenio Colectivo de la empresa Busturialdea Lea-Artibai, S.A. Ir a texto

Resolución de la Delegada Territorial de Trabajo y Seguridad Social de Bizkaia del 
Departamento de Economía, Trabajo y Empleo, por la que se dispone el registro, pu-
blicación y depósito del Convenio Colectivo de la empresa Ezkerraldea Meatzaldea 
Bus, S.A. Ir a texto

Revisión salarial para 2025 del convenio colectivo de la Industria Siderometalúrgica de 
Gipuzkoa. Ir a texto

Resolución de la Delegada Territorial de Trabajo y Seguridad Social de Bizkaia del Depar-
tamento de Economía, Trabajo y Empleo, por la que se dispone el registro, publicación 
y depósito del Convenio Colectivo de la empresa Enviser Servicios Medioambientales 
S.A.U. (Limpieza de edificios y locales del Ayto. de Leioa). Ir a texto

Resolución de la Delegada Territorial de Trabajo, y Seguridad Social de Bizkaia del Depar-
tamento de Economía, Trabajo y Empleo, por la que se dispone el registro, publicación 
y depósito de un acuerdo de la Comisión Paritaria del Convenio Colectivo del Sector 
Limpieza de edificios y locales de Bizkaia. Ir a texto
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https://www.bizkaia.eus/lehendakaritza/Bao_bob/2025/02/28/III-34_cas.pdf
https://egoitza.gipuzkoa.eus/gao-bog/castell/bog/2025/02/25/c2501170.pdf
https://egoitza.gipuzkoa.eus/gao-bog/castell/bog/2025/02/25/c2501169.pdf
https://egoitza.gipuzkoa.eus/gao-bog/castell/bog/2025/02/25/c2501102.pdf
https://www.bizkaia.eus/lehendakaritza/Bao_bob/2025/02/19/III-27_cas.pdf
https://www.bizkaia.eus/lehendakaritza/Bao_bob/2025/02/18/IV-14_cas.pdf
https://egoitza.gipuzkoa.eus/gao-bog/castell/bog/2025/02/11/c2500637.pdf
https://www.bizkaia.eus/lehendakaritza/Bao_bob/2025/02/11/III-18_cas.pdf
https://www.bizkaia.eus/lehendakaritza/Bao_bob/2025/02/12/III-19_cas.pdf


Revisión salarial para 2025 del Convenio Colectivo de Industria y Comercio de Alimen-
tación de Gipuzkoa. Ir a texto

Valencia

RESOLUCIÓN de 29 de enero de 2025, de la Dirección General de Trabajo, Cooperati-
vismo y Seguridad Laboral, por la que se disponen el registro y la publicación del texto 
del acta de la comisión negociadora del IV Convenio colectivo de panadería y pastelería 
de la Comunitat Valenciana, al objeto de proceder a la actualización de las tablas sala-
riales. Ir a texto

RESOLUCIÓN de 29 de enero de 2025, de la Dirección General de Trabajo, Cooperati-
vismo y Seguridad Laboral, por la que se disponen el registro y la publicación del texto 
del acta de la Comisión negociadora del Convenio colectivo de bebidas refrescantes 
de la Comunitat Valenciana, al objeto de proceder a la actualización de las tablas sa-
lariales. Ir a texto

RESOLUCIÓN de 29 de enero de 2025, de la Dirección General de Trabajo, Cooperati-
vismo y Seguridad Laboral, por la que se disponen el registro y la publicación del texto 
del acta de la Comisión paritaria del Convenio colectivo de la empresa Fontestad Citrus, 
SL, al objeto de proceder a la actualización de las tablas salariales. Ir a texto

Accede a todas nuestras publicaciones a través de la web
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https://egoitza.gipuzkoa.eus/gao-bog/castell/bog/2025/02/12/c2500728.pdf
https://dogv.gva.es/dogv-portal-frontend/%23
https://dogv.gva.es/dogv-portal-frontend/%23
https://dogv.gva.es/dogv-portal-frontend/%23
https://www.juecesdemocracia.es/


TRIBUNAL 

CONSTITUCIONAL

TRIBUNAL SUPREMO

JUZGADOS DE LO SOCIAL

TRIBUNAL DE JUSTICIA  

DE LA UNIÓN EUROPEA

TRIBUNAL EUROPEO DE 

DERECHOS HUMANOS

Tribunal 

Constitucional

JURISPRUDENCIA

DERECHO AL HONOR

STC 1/2025, de 13 de enero.  

Ir a texto

Recurso de amparo 1436-2022. Promo-
vido por doña Ana Martínez Vidal en re-
lación con las sentencias dictadas por la 
Sala de lo Civil del Tribunal Supremo y la 
Audiencia Provincial de Murcia que des-
estimaron su demanda de protección de 
derechos fundamentales.

Supuesta vulneración del derecho al ho-
nor: improcedencia de ponderar el derecho 
fundamental invocado con el derecho a la 
producción y creación literaria por referen-
cia a un texto respecto del cual no puede 
concluirse que la recurrente haya servido 
de modelo de su protagonista.

DISCRIMINACIÓN POR RAZÓN 

DE NACIMIENTO

SSTC 4 a 10 y 18 a 24/2025, 

de 13 de enero. Ir a texto 

Recursos de amparo promovidos en rela-
ción con las resoluciones administrativas 
y judiciales que desestimaron su petición 
de revisión y ampliación de la prestación 
por nacimiento y cuidado de hijo menor, 
como madre biológica de familia mono-
parental.

Vulneración del derecho a no padecer dis-
criminación por razón de nacimiento: re-
soluciones judiciales y administrativas que 
aplican una regulación legal declarada in-

51
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https://hj.tribunalconstitucional.es/HJ/es/Resolucion/Show/31385
https://hj.tribunalconstitucional.es/HJ/es/Resolucion/Show/31405


constitucional en la STC 140/2024, en tanto 
que omite la posibilidad de que las madres 
biológicas de familias monoparentales, tra-
bajadoras por cuenta ajena, puedan ampliar 
su permiso por nacimiento disfrutando del 
permiso que correspondería al otro proge-
nitor, caso de existir.

Tribunal 

Supremo

ACCIDENTE DE TRABAJO

STS 03/02/2025. Ir a texto

No de Recurso: 2707/2022 
No de Resolución: 85/2025
Ponente: IGNACIO GARCIA-PERROTE 
ESCARTIN 

Resumen: Accidente de trabajo: No puede 
considerarse accidente de trabajo la inca-
pacidad temporal derivada de infarto de 
miocardio, habiendo tenido el trabajador 
el domingo anterior molestias centro- to-
rácicas por las que acudió al centro de sa-
lud, indicándosele allí que debía acudir al 
hospital, lol que no hizo, y sin que quedara 
acreditado que al día siguiente realizara du-
rante el tiempo y lugar de trabajo ningún 
esfuerzo excepcional. 

COMPETENCIA TERRITORIAL

STS 04/02/2024. Ir a texto

No de Recurso: 2178/2024 
No de Resolución: 93/2025
Ponente: ANGEL ANTONIO BLASCO 
PELLICER 

Resumen: Competencia territorial: los juz-
gados de lo Social de Santander no son 
competentes territorialmente para conocer 
de una demanda de despido interpuesta por 
un trabajador que prestaba sus servicios en 
lugares de distintas circunscripciones terri-
toriales, pero no lo hizo en la provincia de 
Santander donde radica su domicilio. Apre-
ciación de oficio de la competencia terri-
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torial. La competencia territorial cuando se 
prestan servicios en lugares de diversas 
circunscripciones permite que el trabajador 
elija, de entre los diferentes lugares donde 
presta servicios, aquél en el que se encuen-
tre su domicilio. Ello excluye la posibilidad 
de elegir la circunscripción del domicilio 
propio si allí no se prestan servicios 

STS 05/02/2025. Ir a texto

No de Recurso: 109/2024
No de Resolución: 104/2025 
Ponente: ANGEL ANTONIO BLASCO 
PELLICER 

Resumen: Competencia territorial: se plan-
tea si son competentes los Juzgados de 
lo Social de Castellón para conocer de la 
demanda de despido interpuesta por el 
trabajador, conductor, que presta servicios 
como transportista con base en Alicante. 
Apreciación de oficio de la competencia te-
rritorial. La competencia territorial cuando 
se prestan servicios en lugares de diver-
sas circunscripciones permite que el tra-
bajador elija, de entre los diferentes lugares 
donde presta servicios, aquél en el que se 
encuentre su domicilio, lo que excluye la 
posibilidad de elegir la circunscripción del 
domicilio propio si allí no se prestan servi-
cios. En el supuesto examinado, además, 
no se considera la prestación de servicios 
en lugares de diversas circunscripciones 
por lo que rige la regla general.

COMPLEMENTOS 

SALARIALES

STS 14/01/2025. Ir a texto

No de Recurso: 1038/2023 
No de Resolución: 4/2025
Ponente: JUAN MOLINS GARCIA-ATANCE 

Resumen: Complementos salariales: la re-
ducción de jornada del 50% por razones 

de guarda legal con cuidado directo de un 
menor de 12 años, cuando la trabajadora 
sigue prestando servicios en turnos de 
mañana, tarde y noche, no conlleva una 
reducción proporcional de la cuantía del 
complemento de turnicidad o, por el con-
trario, debe percibirse ese plus en su inte-
gridad, conforme al art.37.6 en relación con 
el art.26.3 del ET. 

DESPIDO

STS 04/02/2025. Ir a texto

No de Recurso: 4982/2023 
No de Resolución: 91/2025
Ponente: ANGEL ANTONIO BLASCO 
PELLICER 

Resumen: Despido: una trabajadora que, 
mediante papeleta de conciliación previa a 
la vía judicial, impugnó su cese como des-
pido solicitando su improcedencia, puede 
en el escrito de demanda especificar que 
en el momento del despido estaba emba-
razada, solicitando en dicho escrito de de-
manda la nulidad del despido. 

La sentencia recurrida incurrió en interpre-
tación rigorista de los requisitos formales 
exigidos en el artículo 80.1 LRJS; y que su 
interpretación no fue adecuada la finalidad 
de la norma y a la preservación del derecho 
a la no discriminación y a la tutela judicial 
efectiva de la trabajadora demandante 

STS 16/01/2025. Ir a texto

No de Recurso: 2297/2024 
No de Resolución: 38/2025
Ponente: IGNACIO GARCIA-PERROTE 
ESCARTIN 

Resumen: Despido: la actora, cuyo contrato 
temporal fue declarado fraudulento, tiene 
derecho a optar entre la readmisión o la 
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indemnización prevista en favor de la per-
sona trabajadora en el convenio colectivo 
del ayuntamiento, aunque la extinción de su 
contrato se produjera antes de que hubiera 
transcurriera un año, toda vez que el con-
venio excluye de su ámbito de aplicación 
personal a quienes «lleven menos de año.» 

STS 20/01/2025. Ir a texto

No de Recurso: 5028/2023 
No de Resolución: 39/2025
Ponente: MARIA LUZ GARCIA PAREDES 

Resumen: Despido: el demandante, tra-
bajador designado por el empresario para 
ocuparse de la actividad preventiva en la 
empresa, tiene reconocidas las garantías 
de los representantes legales de los traba-
jadores de los arts. 68 y 56.4 ET y, por tanto 
y al ser declarado improcedente el despido, 
procede otorgarle el derecho de opción en-
tre readmisión o indemnización. 

STS 23/01/2025. Ir a texto

No de Recurso: 5375/2023 
No de Resolución: 49/2025
Ponente: ANGEL ANTONIO BLASCO 
PELLICER 

Resumen: Despido: un trabajador que, me-
diante papeleta de conciliación previa a la 
vía judicial, impugnó su cese como despido 
solicitando su improcedencia puede en el 
escrito de demanda especificar que el cese 
fue una represalia ante la disconformidad 
del trabajador con la remuneración pactada 
y el incumplimiento empresarial de diversas 
normas laborales, solicitando en dicho es-
crito la nulidad del despido.

Un examen detenido de los hechos de la 
presente litis revela que ambas finalidades 
del requisito de la correspondencia entre 
el contenido fáctico de la papeleta de con-

ciliación y de la demanda se cumplieron 
plenamente. En efecto, consta acreditado 
(inalterado hecho probado quinto de la 
sentencia de instancia) que el actor formu-
ló papeleta de conciliación y que el acto 
conciliatorio se celebró el 22 de noviembre 
de 2022 con el resultado de “sin efecto” 
por incomparecencia de la demandada 
que sí constaba citada al acto. Además, 
en los fundamentos de derecho de la sen-
tencia de instancia, acogidos por la recu-
rrida, consta que el demandante realizó la 
papeleta de conciliación sin asistencia le-
trada y en un modelo normalizado que sólo 
recogía la opción de improcedencia. Por 
otro lado, resulta evidente que a la deman-
dada no se le causó indefensión de ninguna 
clase, dado que en el escrito de demanda 
figuraron todos y cada uno de los hechos 
necesarios para decidir la controversia, ha-
biendo transcurridos varios meses hasta la 
celebración del juicio en el que la deman-
dada pudo valerse de todos los medios de 
prueba que consideró conveniente. 

Debemos concluir, por tanto, que la senten-
cia recurrida no incurrió en interpretación 
rigorista de los requisitos formales exigi-
dos en el artículo 80.1 LRJS; antes bien al 
contrario, su interpretación fue plenamente 
adecuada la finalidad de la norma y a la 
preservación del derecho a la tutela judicial 
efectiva del trabajador demandante. Razón 
por la que es en esta sentencia recurrida 
donde se contiene la interpretación correcta 
y no en la nuestra, traída de contraste, cuya 
doctrina expresamente rectificamos. 

DESPIDO COLECTIVO

STS 29/01/2024. Ir a texto

No de Recurso: 202/2024 
No de Resolución: 59/2025 
Ponente: JUAN MOLINS GARCIA-ATANCE 

Resumen Despido colectivo: 
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a.	 La sentencia recurrida no incurre en 
falta de motivación. 

b.	 En segundo lugar una sentencia que 
ha declarado ajustado a derecho un 
despido colectivo debe pronunciarse 
acerca de cuál es el convenio co-
lectivo aplicable a los trabajadores 
despedidos para calcular el salario 
regulador de las indemnizaciones 
extintivas. 

Es decir, se debate si la determina-
ción de cuál es el convenio colectivo 
aplicable a efectos del salario regu-
lador del despido, puede examinarse 
en el procedimiento de despido co-
lectivo que lo ha declarado ajustado 
a derecho. 

c.	 A efectos del salario regulador del 
despido, debe aplicarse el Convenio 
colectivo de Delcom Operador Lo-
gístico SA y no el Convenio colectivo 
para las empresas de transporte de 
Bizkaia. (art.42.6 ET)

DESPIDO DISCIPLINARIO

STS 16/01/2025. Ir a texto

No de Recurso: 1275/2023 
No de Resolución: 37/2025
Ponente: MARIA LUZ GARCIA PAREDES 

Resumen: Despido disciplinario: Proce-
dente. Transgresión de la buena fe con-
tractual: siendo que las conductas objeto 
de sanción lo son por no haber obrado 
en el desempeño de las funciones aten-
diendo a las atribuciones que le confiere 
la empresa, sino que se actúa de forma 
consciente accediendo a información de 
ficheros externos de morosidad de clien-
tes del propio banco e incluso de perso-
nas que no tenían tal condición, sin que 
existiera razón alguna relacionada con su 
quehacer laboral, afectando dicho actuar 

a la protección de datos personales de los 
afectados (que llegaron en algún caso a 
presentar quejas ante el propio Banco), o, 
actuando, también al margen de sus pro-
pias competencias, mediante retrocesión 
de comisiones a favor de amigos que ni 
tan siquiera eran clientes de la oficina en 
la que prestaba servicios ni tenía autori-
zación para ello, no es posible que esta 
forma de proceder pueda entenderse como 
mera negligencia ya que, en modo alguno 
se estaba actuando en el marco de la pro-
pia función que tenía encomendada sino 
que hubo un claro incumplimiento grave y 
culpable del trabajador, contraviniendo la 
buena fe contractual que preside la rela-
ción de trabajo, que es la falta muy grave 
que contempla el convenio colectivo y no 
otras conductas tipificadas en él con me-
nor gravedad. 

DISCRIMINACIÓN POR RAZÓN 

DE ENFERMEDAD

STS 20/01/2025. Ir a texto

No de Recurso: 99/2024 
No de Resolución: 40/2025 
Ponente: JUAN MOLINS GARCIA-ATANCE 

Resumen: Discriminación por razón de en-
fermedad: cálculo de incentivos salariales. 
Las ausencias que pueden computarse a 
estos efectos no pueden estar causadas 
ni por enfermedad, ni por las citadas me-
didas de conciliación de la vida familiar y 
laboral, ni tampoco deben causar discri-
minación por asociación. Sí que podrán 
computarse las ausencias injustificadas, 
así como las ausencias debidas a permi-
sos que no constituyan una discriminación 
prohibida. Por ejemplo, sí que sería dable 
computar a estos efectos las ausencias por 
cambio de domicilio habitual o para con-
currir a exámenes, en la medida en que no 
causen discriminación. 
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EJECUCIÓN

STS 05/02/2025. Ir a texto

No de Recurso: 2122/2023 
No de Resolución: 97/2025 
Ponente: IGNACIO GARCIA-PERROTE 
ESCARTIN 

Resumen: Ejecución: el incremento de dos 
puntos que establece el artículo 576.1 LEC, 
sobre «intereses de la mora procesal», se 
aplica a la empresa sucesora ex artículo 44 
ET desde el auto que amplió la ejecución 
contra dicha empresa y no , desde la sen-
tencia que condenó al abono de la corres-
pondiente cantidad. 

EXTINCIÓN POR VOLUNTAD 

DEL TRABAJADOR

STS 15/01/2025. Ir a texto

No de Recurso: 273/2024 
No de Resolución: 33/2025 
Ponente: SEBASTIAN MORALO GALLEGO 

Resumen: Extinción por voluntad del 
trabajador: No se ha producido un in-
cumplimiento grave de las obligaciones 
contractuales por parte del empresario, 
que justifique la extinción indemnizada del 
contrato de trabajo por voluntad del traba-
jador al amparo de lo dispuesto en el art. 
50.1 letra c) ET. 

En un supuesto en el que la acción extintiva 
trae causa de un concreto incidente entre 
el trabajador demandante y otro empleado 
de la empresa, del mismo rango jerárquico 
y similar categoría profesional. 

Se confirma la desestimación de la de-
manda al apreciar que no existe una si-
tuación de acoso laboral derivada de las 
actuaciones seguidas por la empresa tras 

el incidente entre los dos trabajadores, sin 
que se produzca en consecuencia un in-
cumplimiento de las obligaciones contrac-
tuales por parte del empleador que permita 
la extinción indemnizada del contrato a ins-
tancias del trabajador. 

ERTE

STS 29/01/2025. Ir al texto

No de Recurso: 108/2023 
No de Resolución: 66/2025 
Ponente: SEBASTIAN MORALO GALLEGO 

Resumen: ERTE: Se considera ajustada a 
derecho la actuación de la empresa, que 
durante el periodo de ERTE por fuerza 
mayor transcurrido entre marzo de 2020 y 
marzo de 2022, aplica la suspensión del 
contrato de trabajo a la jornada correspon-
diente con los tiempos de fin de vuelo que 
coinciden con el día de suspensión del con-
trato de trabajo, así como a los periodos de 
descanso que tienen lugar en esos mismos 
días, percibiendo los trabajadores la pres-
tación de desempleo. 

INGRESO MÍNIMO VITAL

STS 15/01/2025. Ir a texto

No de Recurso: 4346/2023 
No de Resolución: 28/2025
Ponente: SEBASTIAN MORALO GALLEGO 

Resumen: Ingreso mínimo vital: bajo la 
normativa legal vigente con el texto ori-
ginal del Real Decreto-ley 20/2020, la 
demandante no tiene derecho a la per-
cepción del ingreso mínimo vital como 
beneficiaria individual, en razón al hecho 
de que reside en la misma vivienda que 
otra persona que no forma parte de una 
unidad de convivencia. 
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MODIFICACIÓN SUSTANCIAL 

DE LAS CONDICIONES DE 

TRABAJO

STS 28/01/2025. Ir a texto

Nº de Resolución: 55/2025 
Nº Recurso: 45/2023
Ponente: SEBASTIAN MORALO GALLEGO 

 El acuerdo alcanzado entre la empresa y la 
representación de los trabajadores supone 
la modificación del convenio colectivo esta-
tutario que se venía aplicando entre las par-
tes. Se infringe de esta forma lo dispuesto 
en el art. 41.6 ET. Debió de acudirse al pro-
cedimiento del art. 82.3 ET de descuelgue 
de convenio. 

MOVILIDAD FUNCIONAL

STS 28/01/2025. Ir a texto

No de Recurso: 2281/2022 
No de Resolución: 52/2025
Ponente: ANGEL ANTONIO BLASCO 
PELLICE 

Resumen: movilidad funcional: el derecho 
al percibo de la retribución correspondiente 
a las funciones de carácter superior efec-
tivamente realizadas se refiere, no sólo al 
salario base, sino también a los comple-
mentos vinculados al puesto de trabajo, 
a la cantidad o calidad en el trabajo y a 
los complementos de carácter personal 
cuando estos, como ocurre en el presente 
caso, están fijados por expresa referencia 
al grupo profesional. En estos casos no es 
la pertenencia al grupo profesional lo que 
determina el percibo del complemento per-
sonal correspondiente, sino la realización 
de funciones que correspondan al grupo 
profesional cuyas funciones efectivamente 
se realizan. En caso contrario, no se cum-
pliría el mandato estatutario según el cual el 
trabajador tiene derecho a las retribuciones 

correspondientes al puesto de trabajo que 
efectivamente realice. 

PRESCRIPCIÓN

STS 28/01/2025. Ir a texto

No de Recurso: 753/2024 
No de Resolución: 57/2025 
Ponente: CONCEPCION ROSARIO 
URESTE GARCIA 

Resumen: Prescripción: las cantidades 
reclamadas por la trabajadora, corres-
pondientes a las diferencias salariales del 
periodo comprendido de abril de 2016 
a diciembre de 2017, no se encuentran 
prescritas, fijando el cómputo del plazo de 
prescripción cuando se ejerce una acción 
individual de reclamación de cantidad en 
relación con un procedimiento de impugna-
ción de convenio colectivo. la prescripción 
excluyente quedó interrumpida tanto por el 
procedimiento colectivo, y hasta la firmeza 
de su resolución, como por las peticiones 
realizadas por la trabajadora frente a la em-
presa, ya de manera personal, ya a través 
de la representación de los trabajadores, 
constando perfectamente identificada en 
el listado presentado.

PREVENCIÓN DE RIESGOS 

LABORALES

STS 29/01/2025. Ir a texto

No de Recurso: 1472/2022 
No de Resolución: 60/2025
Ponente: IGNACIO GARCIA-PERROTE 
ESCARTIN 

Resumen: Prevención de riesgos laborales: 
En las actividades expuestas a agentes bio-
lógicos que se desempeñan con la posibi-
lidad (u obligación) de adoptar medidas de 
aseo personal tantas veces como sea ne-
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cesario carece de sentido realizar una apli-
cación literal de la pausa de diez minutos 
prevista por el artículo 7.2 del Real Decreto 
664/1997, de 12 de mayo, sobre la protec-
ción de los trabajadores contra los riesgos 
relacionados con la exposición a agentes 
biológicos durante el trabajo. Reitera doc-
trina de las SSTS 48/2022, de 19 de enero 
(Pleno, rec. 64/2021); 1256/2023, de 21 de 
diciembre (rcud 1722/2022); 479/2024, de 
14 de marzo (rec. 107/2022); 490/2024, de 
20 de marzo (rec. 301/2021); y, especial-
mente, de la STS 1175/2024, de 25 de sep-
tiembre (rcud 1233/2002), 

PRUEBA

STS 14/01/2025. Ir a texto

No de Recurso: 5248/2023 
No de Resolución: 23/2025
Ponente: CONCEPCION ROSARIO 
URESTE GARCIA 

Resumen: Prueba: videovigilancia y dere-
cho a la intimidad y a la protección de datos 
personales: Y en orden a descartar la vul-
neración del derecho a la intimidad del tra-
bajador ( art. 18.1 CE), resulta trasladable la 
doctrina que la misma resolución desarrolla 
seguidamente acerca de la valoración de la 
medida como justificada, idónea, necesa-
ria y proporcionada: «(i) La medida estaba 
justificada, porque concurrían sospechas 
indiciarias suficientes de una conducta 
irregular del trabajador -ya descrita- que 
debía ser verificada. (ii) La medida puede 
considerarse como idónea para la finalidad 
pretendida, que no era otra que la cons-
tatación de la eventual ilicitud de la con-
ducta, lo que fue confirmado precisamente 
mediante el visionado de las imágenes. (iii) 
La medida era necesaria, ya que no parece 
que pudiera adoptarse ninguna otra menos 
invasiva e igualmente eficaz para acreditar 
la infracción laboral. Cualquier otra medida 
habría advertido al trabajador, haciendo en-

tonces inútil la actuación de la empresa. (iv) 
Finalmente, la medida puede considerarse 
como proporcionada. 

Con relación a ese último punto, se ponde-
ran también los elementos narrados acerca 
de la ubicación de las cámaras y su conoci-
miento por los trabajadores y sus represen-
tantes, concluyendo, en definitiva, la licitud 
de la prueba de videovigilancia aportada 
por la empresa para acreditar una conducta 
de la trabajadora contraria a la normativa de 
seguridad de las cajas, para apropiarse de 
dos prendas y reintegrarse su importe, que 
resultó constitutiva de una falta muy grave 
del art. 54.2 d del ET y 45 y 46 del convenio 
colectivo. Precisaremos que la descripción 
de este concreto proceder no ha sido com-
batida en sí misma. 

RECARGO DE PRESTACIONES

STS 23/01/2025. Ir a texto

No de Recurso: 2396/2022 
No de Resolución: 48/2025
Ponente: JUAN MOLINS GARCIA-ATANCE 

Resumen: Recargo de prestaciones: No 
procede imponerlo a la empresa principal, 
sino solo a la contratista. En el supuesto 
enjuiciado, el accidente se produjo en un 
bosque. En él no había ningún trabajador 
de la empresa principal. Solamente presta-
ban servicios el encargado de la cuadrilla y 
tres trabajadores más. Todos ellos habían 
sido contratados por la empresa contra-
tista. En la ejecución de esa prestación de 
servicios (la tala de árboles) no se requería 
de una coordinación empresarial. Si un ac-
cidente laboral consistente en la tala de un 
pino que, al caer, golpea a un trabajador 
que se había introducido en la dirección de 
la caída buscando su motosierra, ocurre en 
un campo donde la empresa principal no 
tiene ningún medio personal ni humano, no 
es posible imponer a la empresa principal 
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un recargo prestacional derivado del deber 
de vigilancia de las normas de seguridad 
en el trabajo.

SALARIO

STS 15/01/2025. Ir a texto

No de Recurso: 136/2023 
No de Resolución: 32/2025
Ponente: CONCEPCION ROSARIO 
URESTE GARCIA 

Resumen: Salario: Registro Salarial: obliga-
ción empresarial de facilitar los datos retri-
butivos. Valores medios y no individuales. 
Derecho a la protección de datos de carác-
ter personal. 

Reitera doctrina: STS IV 1302/2024, de 21 
de noviembre, rec. 218/2023

SUCESIÓN DE EMPRESAS

STS 05/02/2025. Ir a texto

No de Recurso: 58/2023 
No de Resolución: 101/2025
Ponente: ANTONIO VICENTE SEMPERE 
NAVARRO 

Resumen: Sucesión de empresas: Las su-
cesivas subrogaciones laborales habidas 
entre las dos empresas comportan la obli-
gación de mantener (proporcionalmente) 
el “Fondo Social” previsto en el convenio 
de la empresa de origen mientras está 
cubierto por la previsión del artículo 44.4 
ET. De acuerdo con Ministerio Fiscal, des-
estima recurso sindical frente a la SAN 
154/2022

SISTEMA ESPECIAL AGRARIO 

DE TRABAJADORES POR 

CUENTA AJENA

STS 15/01/2025. Ir a texto

No de Recurso: 2534/2023 
No de Resolución: 26/2025
Ponente: MARIA LUZ GARCIA PAREDES 

Resumen: Sistema especial agrario de tra-
bajadores por cuenta ajena: en el periodo 
de carencia para el acceso a la situación de 
incapacidad temporal, derivada de enfer-
medad común, en el sistema especial agra-
rio de trabajador por cuenta ajena, pueden 
computarse las cotizaciones en periodo de 
inactividad. 
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Juzgado de lo Social nº 25  

de Barcelona

Accede a la sentencia 

En esta sentencia de instancia, se declara 
la nulidad de un despido de una trabajadora 
en situación de IT, declarándolo discrimi-
natorio. Se aplica el test de nulidad que 
varias Salas de los TSJs están aplicándo-
telas, certificando un cierto cambio en la 
aplicación de las normas en el supuesto de 
los despidos producidos en esta situación 
de enfermedad. 

Juzgados  

de lo social

PROTECCIÓN DE DATOS 

PERSONALES

STJUE 13/02/2025. Ir a texto

«Procedimiento prejudicial — Protección 
de datos personales — Reglamento (UE) 
2016/679 — Artículo 83, apartados 4 a 6 y 
9 — Concepto de “empresa” — Sociedad 
matriz y filial — Infracción de dicho Regla-
mento por una filial — Cálculo del importe 
de la multa — Consideración del volumen 
de negocio global del grupo del que forma 
parte esa filial»

En el asunto C‑383/23, que tiene por objeto 
una petición de decisión prejudicial plan-
teada, con arreglo al artículo 267 TFUE, por 
el Vestre Landsret (Tribunal de Apelación 
de la Región Oeste, Dinamarca), mediante 
resolución de 3 de mayo de 2023, recibida 
en el Tribunal de Justicia el 21 de junio de 
2023, en el procedimiento penal incoado 
contra ILVA A/S el Tribunal de Justicia (Sala 
Quinta) declara:

El artículo 83, apartados 4 a 6, del 
Reglamento (UE) 2016/679 del Par-
lamento Europeo y del Consejo, de 
27 de abril de 2016, relativo a la pro-
tección de las personas físicas en lo 
que respecta al tratamiento de datos 
personales y a la libre circulación de 
estos datos y por el que se deroga la 
Directiva 95/46/CE (Reglamento gene-
ral de protección de datos), a la luz del 

Tribunal 

de Justicia 

de la Unión 

Europea
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https://drive.google.com/file/d/1qcUdXWCN_C0eDS5dfXC00SeKA7njFpyI/view?usp=sharing


https://curia.europa.eu/juris/document/document.jsf?text=&docid=295319&pageIndex=0&doclang=es&mode=req&dir=&occ=first&part=1&cid=1406664


considerando 150 del mismo Regla-
mento, debe interpretarse en el sen-
tido de que el término «empresa», que 
figura en estas disposiciones, corres-
ponde al concepto de «empresa», en 
el sentido de los artículos 101 TFUE 
y 102 TFUE, de modo que, cuando 
se impone una multa por infracción 
del Reglamento 2016/679 a un res-
ponsable del tratamiento de datos 
personales que es o forma parte de 
una empresa, el importe máximo de 
la multa se determina sobre la base 
de un porcentaje del volumen de ne-
gocio total anual global del ejercicio 
financiero anterior de la empresa. El 
concepto de «empresa» también debe 
tenerse en cuenta para apreciar la ca-
pacidad económica real o material del 
destinatario de la multa y, así, com-
probar si la multa es a la vez efectiva, 
proporcionada y disuasoria.

LIBERTAD DE EXPRESIÓN

STEDH 13/02/2025. Caso P c. 

Polonia. Ir a texto

Art. 10 • Libertad de expresión • Despido 
de un profesor de secundaria por, entre 
otras cosas, escribir un blog de Internet 
para adultos con contenido sexual explícito, 
considerado por las autoridades como una 
afrenta a las costumbres sociales domés-
ticas imperantes • Falta de razones perti-
nentes y suficientes • La actividad personal 
de blogging del demandante no amenazaba 
la protección de la moral de los menores 
de una manera que justificara la sanción 
impuesta • La interferencia no correspondía 
a una necesidad social apremiante ni era 
proporcionada

Tribunal 

Europeo  

de Derechos 

Humanos
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https://hudoc.echr.coe.int/eng#{%22languageisocode%22:[%22ENG%22],%22documentcollectionid2%22:[%22GRANDCHAMBER%22,%22CHAMBER%22],%22itemid%22:[%22001-241742%22]}


Organización 

Internacional  

del Trabajo

Una nueva publicación de la OIT explora el camino hacia la justicia social para los traba-
jadores migrantes. Ir a texto

El Director General de la OIT aboga por situar el trabajo decente en el centro de la auto-
matización y la adopción de la IA. Ir a texto

El Director General de la OIT refuerza la colaboración con Nigeria en materia de trabajo 
decente y justicia social. Ir a texto

La OIT publica el informe 2025 a la Comisión de Expertos en Aplicación de Convenios y 
Recomendaciones. Ir a texto

El Director General de la OIT pide una reforma inclusiva del mercado laboral en medio 
de los desafíos mundiales. Ir a texto

2025: ¿Cuáles son los desafíos y oportunidades del movimiento sindical? Luc Triangle, 
Secretario General de la Confederación Sindical Internacional (CSI). Ir a texto

La OIT acoge la 11ª reunión del Mont Blanc sobre la Economía Social y Solidaria en 
Ginebra. Ir a texto

Contabilidad Nacional Trimestral de España. Avance. Trimestre 4/2024. Ir a texto

OIT NEWS
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https://www.ilo.org/es/resource/news/una-nueva-publicacion-de-la-oit-explora-el-camino-hacia-la-justicia-social
https://www.ilo.org/es/resource/news/el-director-general-de-la-oit-aboga-por-situar-el-trabajo-decente-en-el
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https://www.ilo.org/es/resource/news/el-director-general-de-la-oit-pide-una-reforma-inclusiva-del-mercado
https://www.ilo.org/resource/news/2025-what-are-challenges-and-opportunities-trade-union-movement
https://www.ilo.org/resource/news/ilo-hosts-11th-mont-blanc-meeting-social-and-solidarity-economy-geneva
https://www.ine.es/dyngs/INEbase/es/operacion.htm?c=Estadistica_C&cid=1254736164439&idp=1254735576581


Administración  

de Trabajo y 

Seguridad Social

MINISTERIO EMPLEO  

Y SEGURIDAD SOCIAL

Índices de Precios de 
Exportación (IPRIX) y de 
Importación (IPRIM) de 
Productos Industriales. 
Enero 2025. Ir a texto

Encuesta de Población 
Activa. Media de los cuatro 
trimestres del año. 2024.  
Ir a texto

Índice de Precios  
de Consumo. Ir a texto

Índices de Precios  
de Consumo Armonizado.  
Ir a texto

Índice de Precios Industria-
les. Enero 2025. Ir a texto

Encuesta sobre la Estructura 
de las Explotaciones Agríco-
las. Año 2023. Ir a texto

Coyuntura turística ho-
telera. (EOH/IPH/IRSH) 
Enero 2025. Ir a texto

Índice de Garantía de 
Competitividad. Diciembre 
2024. Ir a texto

Índice de Producción del 
Sector Servicios. Diciem-
bre 2024. Ir a texto

Estadística sobre el uso de 
biotecnología. Año 2023. 
 Ir a texto

Indicadores de actividad del 
sector servicios. Ir a texto

Índice de Cifras de Negocios 
en la Industria. Ir a texto

Estimación del número de 
defunciones semanales. Se-
mana 5 del 2025. Ir a texto

Estimación mensual de na-
cimientos. Diciembre 2024. 
Ir a texto

Estimación del número de 
defunciones mensuales. 
Diciembre 2024. Ir a texto

Hipotecas. Año 2024.  
Ir a texto

Hipotecas Mensual.  
Diciembre 2024. Ir a texto

Índice de Precios  
de Consumo. Ir a texto

Índices de Precios  
de Consumo Armonizado.  
Ir a texto

Estadística Continua  
de Población. Ir a texto

Encuesta de Condiciones 
de Vida. Ir a texto

Sociedades Mercantiles 
Mensual. Diciembre 2024. 
Ir a texto

Índice de Producción  
Industrial. Ir a texto

Índice de Producción del 
Sector Servicios. Ir a texto

Encuesta de Población 
Activa. Trimestre 4/2024.  
Ir a texto

Encuesta de Flujos de 
Población Activa. Trimestre 
4/2024. Ir a texto

CALENDARIO ESTADÍSTICO
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https://www.ine.es/dyngs/INEbase/es/operacion.htm?c=Estadistica_C&cid=1254736148943&idp=1254735576715
https://www.ine.es/dyngs/INEbase/es/operacion.htm?c=Estadistica_C&cid=1254736176918&idp=1254735976595
https://www.ine.es/dyngs/INEbase/es/operacion.htm?c=Estadistica_C&cid=1254736176802&idp=1254735976607
https://www.ine.es/dyngs/INEbase/es/operacion.htm?c=Estadistica_C&cid=1254736176803&idp=1254735976607
https://www.ine.es/dyngs/INEbase/es/operacion.htm?c=Estadistica_C&cid=1254736147699&idp=1254735576715
https://www.ine.es/dyngs/INEbase/es/operacion.htm?c=Estadistica_C&cid=1254736176854&idp=1254735727106
https://www.ine.es/dyngs/INEbase/es/operacion.htm?c=Estadistica_C&cid=1254736177015&idp=1254735576863
https://www.ine.es/dyngs/INEbase/es/operacion.htm?c=Estadistica_C&cid=1254736177109&idp=1254735976607
https://www.ine.es/dyngs/INEbase/es/operacion.htm?c=Estadistica_C&cid=1254736177099&idp=1254735576778
https://www.ine.es/dyngs/INEbase/es/operacion.htm?c=Estadistica_C&cid=1254736176808&idp=1254735576669
https://www.ine.es/dyngs/INEbase/es/operacion.htm?c=Estadistica_C&cid=1254736176863&idp=1254735576778
https://www.ine.es/dyngs/INEbase/es/operacion.htm?c=Estadistica_C&cid=1254736148782&idp=1254735576715
https://www.ine.es/dyngs/INEbase/es/operacion.htm?c=Estadistica_C&cid=1254736177074&idp=1254735573175
https://www.ine.es/dyngs/INEbase/es/operacion.htm?c=Estadistica_C&cid=1254736177079&idp=1254735573002
https://www.ine.es/dyngs/INEbase/es/operacion.htm?c=Estadistica_C&cid=1254736177074&idp=1254735573175
https://www.ine.es/dyngs/INEbase/es/operacion.htm?c=Estadistica_C&cid=1254736170236&idp=1254735576606
https://www.ine.es/dyngs/INEbase/es/operacion.htm?c=Estadistica_C&cid=1254736170236&idp=1254735576606
https://www.ine.es/dyngs/INEbase/es/operacion.htm?c=Estadistica_C&cid=1254736176802&idp=1254735976607
https://www.ine.es/dyngs/INEbase/es/operacion.htm?c=Estadistica_C&cid=1254736176803&idp=1254735976607
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https://www.ine.es/dyngs/INEbase/es/operacion.htm?c=Estadistica_C&cid=1254736177026&idp=1254735576550
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La infiltrada

(2024, 118 min.)

Dirección: 
Arantxa Echevarr  

Guion: 
Arantxa Echevarria, Amèlia Mora  
y M.L. Gutiérrez

Producción: 
Bowfinger y otras

Disponible en Movistar.

Empiezan a asomar películas decididas a 
afrontar el relato de los años del terrorismo 
sin los complejos y servidumbres que en-
traña hacer cine para el poder, estigma éste 
que afecta de forma prácticamente generali-
zada a una industria que no es industria sino 
servil negociado de un invisible ministerio 
de la propaganda, empeñado en trasformar 
salas de cine en espacios de catequesis 
masiva. No es casualidad que una historia 
como la que cuenta La infiltrada, historia por 
ser relato y por ser verdad a la vez, haya te-
nido que sufragarse desde una productora 
con músculo financiero propio, ajena a las 
injerencias del J.G. de turno. Ayer volví ver 
El Hundimiento, por cierto. A mi hija le daba 
pena Hitler. El cine es capaz de estas cosas. 
Y hoy vamos a hablar un poco de ello.
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El rincón de la 

conTraCultura

CULTURA Y TRABAJO

Silvia Ayestarán y AG Stakanov



Hablando de La Infiltrada no puedo menos 
que acordarme de El Lobo, con el mérito 
adicional de que la producción de Melchor 
Miralles llegó a las pantallas cuando a ETA 
todavía le faltaban 12 asesinatos por co-
meter. Pero ni El Lobo ni La infiltrada hacen 
de ETA su tema principal, y menos aún in-
tentan buscar explicaciones a sus actos. 
Dejan deliberadamente al terrorista como 
elemento secundario, ambiental y, por mo-
mentos grotesco (impagable Iñigo Gastesi 
en La Infiltrada), que debe ser lo que más 
ofende. En fin, las dos películas quieren 
hablar del héroe que atraviesa la tormenta, 
ajeno a otra pulsión que no sea el poner 
a prueba su entereza, sin tener siquiera 
la esperanza de volver como Ulises a una 
patria que, ni les conoce ni, posiblemente, 
llegaron a conocer. 

Hace poco tuve la ocasión de leer una entrevista al actor que recientemente ha encar-
nado al en su momento conocidísimo Alcalde de Ponferrada -hablo de la última de la 
Bollaín-, y que en Maixabel fungía como uno de los asesinos de Juan Mari Jáuregui. Al 
muchacho se le interrogaba sobre las coincidencias y disonancias entre ambos persona-
jes y, como era de esperar, encontró cosas positivas en el asesino mientras que al otro 
lo deja confinado en el arquetipo de la maldad más refinada. Otro que se ha enterado 
de lo de ETA por el cine; como mi hija del tinglado nacionalsocialista. Obviamente, el 
curioso veredicto exigía confrontar dos momentos muy desiguales en la vida de ambos. 
Si en el lado bueno de la balanza el actor ponderaba con arrobo la actitud mostrada por 
el terrorista dentro de un programa de reinserción -al que el Alcalde no fue invitado-, 
para el lado malo malísimo reservaba la actitud del regidor a lo largo de los años de 
obsesión por la concejala. 

No sé lo que pensará hoy Ismael Álvarez de lo sucedido, pero teniendo en cuenta que 
no ha vuelto a cometer actos reprobables (más allá de pactar con el PSOE, y el PSOE 
con él -hasta que se enteró Chacón-, una moción de censura para derribar a sus viejos 
compañeros), supongo que no le sería difícil salir vencedor en un hipotético combate 
moral entre su yo actual y un Carrasco Aseguinolaza pistola en mano entrando en 
el Beotibar buscando la nuca de Juan Mari. En cualquier caso, tan peculiar enfoque 
describe de forma muy gráfica el estado de la cuestión entre los que desean vivir a 
cuenta de lo que podíamos llamar cine patrio, tan infestado de comisarios políticos y 

El rincón de la 

conTraCultura CINE
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https://www.elcorreo.com/xlsemanal/personajes/urko-olazabal-actor-nominado-goya-pelicula-soy-nevenka-entrevista.html
https://www.abc.es/espana/abci-audiencia-flexibiliza-condena-cuatro-etarras-acogidos-nanclares-201711081652_noticia.html?ref=https%3A%2F%2Fwww.abc.es%2Fespana%2Fabci-audiencia-flexibiliza-condena-cuatro-etarras-acogidos-nanclares-201711081652_noticia.html


Blues/Rock/Soul. Los tres colores básicos…

Dire Straits

“Brothers in arms”  
(Vértigo, 1985, Blues rock)

Pues claro que lo tiene todo el mundo y 
que aquí poco vamos a decir, más allá de 
recordar fue uno de los primeros lanza-
mientos en CD, aunque la grabación se 
realizara en formato analógico. El LP su-
cede a una gira extraordinaria por parte de 
los Dire Straits, inmortalizada con el LP en 
directo de 1984, Alchemy, y esa versión 
inmortal del Sultans que forma parte de 
la historia del rock.

Ese monumento al Stadium rock parecía haber fijado el punto culminante en la carrera 
de Knopfler y sus asociados, pero al año siguiente iba a aparecer este monstruoso Bro-
thers in Arms con el que saltan al número uno del mainstream gracias al trampolín que 
proporciona el inolvidable clip de Money for nothing, programado por esas fechas cada 
15 minutos en la mTV.

Ese zurdo que tocaba con una guitarra para diestros, y a quien nunca se vio con una 
púa entre los dedos, dejó para los restos el riff definitivo de los años 80, al igual que Sa-
tisfaction lo fue en los 60 y Smoke on the water en los 70. A partir de ahí solo se podía 
ir hacia abajo y Mark Knopfler, harto ya del money for nothing and chicks for free cogió 
un avión y se tiró sin paracaídas al epicentro del Hillbilly, del que solo se asomaba para 
hacer caja de cuando en cuando, editando discos para nostálgicos (Golden heart, 1996; 
Sailing to Philadelphia, 2000) o forjando grandes bandas sonoras (Wag the dog, 1997, 
sobre todo), formato este que ya había explorado con anterioridad (Local hero, 1983).

El rincón de la 

conTraCultura MÚSICA

censores como en los tiempos de la Junta superior de censura y del benemérito padre 
Fermín Izurdiaga. 

No he ido a ver las 4 anteriores, pero me pienso comprar toda la fila 1 del cine para ver 
Padre no hay más que uno 5. Gracias, de verdad, Santiago.
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https://www.youtube.com/watch?v=wTP2RUD_cL0


El rincón de la 

conTraCultura MÚSICA

…y sus Derivados (combinaciones, 

permutaciones y perversiones).

Tears for Fears

“The seeds of love”  
(Mercury, 1989, Baroque pop)

La banda inglesa Tears for fears alcanzó 
su momento de gloria mediados los 80, 
elevada por dos Lp´s de éxito mundial, 
como lo fueron Songs From the Big Chair 
(1985) y este Seeds… de 1989. El aniver-
sario exacto sugería recrear el primero de 
los que hemos citado, pero desde esta pe-
queña tribuna juzgamos mejor el segundo, 
gracias sobre todo por su maravillosa cara 
B (que en el CD empieza a partir del tema 
Standing on the corner…). Esa segunda 

mitad del disco incorpora, posiblemente, una de las secuencias de 22 minutos más 
memorables de toda la década.

El sonido de la banda busca inspiración en grupos también británicos como Super-
tramp, aunque con cierta querencia hacia un mejor posicionamiento comercial, bus-
cando estelas como las de Spandau Ballet. Ahora bien, las apariencias no son más que 
eso y para demostrarlo no hay más que intentar escuchar cualquier disco entero de los 
repeinados amigos de Rudolf Hess, tarea que a éste de aquí siempre le resultó digna 
de Hércules o de cualquier resignado beneficiario del poco agradecido baremo 11. 

Escuchando este LP uno no puede sino insistir en reconocer la extraordinaria calidad 
que llegó a tener la música popular en los años 80, siempre por comparación con lo 
que hoy se ofrece en los canales más accesibles, anegados por subproductos que en 
aquella época no alcanzarían dignidad para recibir ese dicterio. Aunque los 80 trajeran 
10 años de decadencia como castigo por haber disfrutado de los memorables años 
70, su recuerdo hoy nos hace reflexionar sobre el tipo de ofensa que hicimos a los 
dioses para merecernos tan miserable presente.
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Jazz/Experimental

Don Grolnick

“Heart and numbers”  
(HipPocket records, 1985, Jazz)

En este mes de febrero del recién inaugu-
rado 2025 nos hemos propuesto hacer un 
poco de retrospectiva, tomando el pulso 
a la música de hace 40 años. Cuadramos 
el aniversario exacto con el extraordinario 
Brothers in arms de Dire Straits y repe-
timos con este maravilloso LP, absoluta-
mente desconocido en su época y, por 
tanto, irremediablemente perdido en la 
intrahistoria de no contar con una instruc-
ción adecuada.

Como puede comprobarse tras escrutar la nómina de personajes que colaboran con 
el pianista neoyorkino en este Corazones y cifras, estamos ante un elenco acreditado 
dentro del jazz rock (que en los 80 se llamó fusion), en el que se incluyen nombres pro-
cedentes de la era dorada del género como Peter Erkstine (batería de Weather Report) 
o Marcus Miller (asociado a Miles en Tutu), y otros más jóvenes, como Tom Kennedy o 
el malogrado Hiram Bullock.

El protagonismo lo comparte Grolnick con Michael Brecker, saxofonista en el cénit del 
jazz fusión y sideman habitual de figuras más conocidas, desde Sinatra a Lou Reed, 
pasando por la Mitchell o Eric Clapton. Del pianista, nacido acordeonista y terriblemente 
minusvalorado por sus contemporáneos, prefiero que hable este disco, un tesoro ente-
rrado dentro de una década poco significativa para el Jazz.
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